
INFORME  DE  LA  COMISIÓN  DE  HACIENDA,
recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite
constitucional, que mejora el ingreso de docentes
directivos  al  Sistema  de  Desarrollo  Profesional
Docente,  modifica  diversos  cuerpos  legales  y
establece los beneficios que indica.

BOLETÍN Nº 11.621-04

HONORABLE SENADO:

La Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir
su informe acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje
de la ex Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet Jeria.

A una o más de las sesiones en que la Comisión
consideró  esta  iniciativa  de  ley  asistió,  además  de  sus  miembros,  el
Honorable Senador señor Navarro.

Del mismo modo, concurrieron:

Del  Ministerio  de  Educación,  el  Subsecretario,
señor Raúl Figueroa; la Subsecretaria de Educación Parvularia, señora María
José Castro; el Coordinador Legislativo, señor José Pablo Núñez; el asesor,
señor Juan Carlos Eyzaguirre; la abogada, señora Carla Rivera, y la asesora
de prensa, señora María Angélica Joannon.

Del  Ministerio  Secretaría  General  de  la
Presidencia, el asesor, señor Marcelo Estrella.

De  la  Contraloría  General  de  la  República,  la
abogada de la Unidad de Estudios Legislativos, señora Catalina Venegas.

De la Biblioteca del Congreso Nacional, el asesor
parlamentario, señor Samuel Argüello.

De  la  Federación  Nacional  Movimiento  VTF,  la
Directora, señora Andrea García.

De  la  Federación  Nacional  de  Asistentes  de  la
Educación, el Presidente, señor Manuel Valenzuela.

Del  Consejo  Nacional  de  Organizaciones  de
Asistentes de Educación de Chile, los representantes, señoras Edna Elgueta,
Nadia Saldaño, Andrea García, Marcela Zuleta y Gloria Estay, y señor Luis
González.



De  la  Fundación  Jaime  Guzmán,  la  asesora,
señora Antonia Vicencio.

De la Fundación Chile Mejor, el periodista, señor
Javier Carvallo.

La asesora del Senador Coloma, señora Carolina
Infante.

De  la  oficina  del  Senador  García,  los  asesores
legislativos,  señora  Valentina  Becerra  y  señor  Rodrigo  Fuentes,  y  la
periodista, señora Andrea González.

La asesora legislativa del Senador Lagos, señora
Leslie Sánchez.

La  asesora  del  Senador  Letelier,  señora  Elvira
Oyanguren.

El  asesor  del  Senador  Navarro,  señor  Claudio
Rodríguez.

De  la  oficina  del  Senador  Pizarro,  la  Jefa  de
Gabinete,  señora  Kareen  Herrera;  la  asesora  legislativa,  señora  Joanna
Valenzuela; la periodista, señora Andrea Gómez.

El asesor de la Senadora Provoste, señor Rodrigo
Vega.

El asesor de la Senadora Von Baer, señor Juan
Carlos Gazmuri.

La  periodista  del  Comité  UDI,  señora  Karelyn
Lüttecke.

Los asesores del  Comité DC, señora Constanza
González y señor Julio Valladares.

- - -

Cabe  señalar  que  la  presente  iniciativa  fue
discutida previamente, en segundo informe, por la Comisión de Educación y
Cultura.

Posteriormente,  correspondió  a  la  Comisión  de
Hacienda  conocer  de  aquellas  disposiciones  de  su  competencia,  de
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conformidad  con  lo  prescrito  en  el  artículo  17  de  la  Ley  Orgánica
Constitucional  del  Congreso  Nacional  y  con  lo  dispuesto  por  la  Sala  del
Senado en sesión de 12 de septiembre de 2018.

Por  último,  cabe  dejar  constancia  que  el  15  de
enero de 2019, se abrió un nuevo plazo de indicaciones hasta las 18 horas
del mismo día.

- - -

Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124
del  Reglamento  del  Senado,  se  deja  constancia  que  la  Comisión  de
Hacienda  realizó  enmiendas  respecto  de  las  siguientes  disposiciones  del
proyecto de ley despachado por la Comisión de Educación y Cultura: letras
a)  y  b)  del  número  2)  del  artículo  1;  números  1,  4  y  5  del  artículo  8,
incorporación número 4, nuevo, y números 5 y 7 del artículo 9; incorporación
de  artículos  12  y  13,  nuevos,  todos  permanentes;  y  artículo  segundo
transitorio.

Se  hace  presente  que  esta  constancia  es
complementaria del cuadro reglamentario contenido en el segundo informe
de la Comisión de Educación y Cultura, y sólo guarda relación con el trámite
cumplido ante la Comisión de Hacienda.

- - -

Previo  a  la  discusión  de  los  asuntos  de
competencia de la Comisión, el  Subsecretario de Educación, señor Raúl
Figueroa,  resaltó que el  propósito del  proyecto de ley,  presentado por la
expresidenta  Bachelet,  es  corregir  una  serie  de  aspectos  específicos  de
determinados cuerpos legales. Vinculados, entre otras materias, a desarrollo
profesional docente, nueva educación pública o mecanismos de traspasos a
servicios locales de educación.

Agregó  que  a  lo  largo  de  la  tramitación  del
proyecto,  por  la  vía  de  indicaciones  se  fueron  incorporando  asuntos
adicionales,  algunos de los  cuales,  sostuvo,  significaron entrar  en  ciertos
debates más de fondo. En atención a esto último, hizo ver que el Ejecutivo
manifestó sus reservas en el seno de la Comisión de Educación y Cultura del
Senado, en el sentido de que el carácter misceláneo del proyecto de ley no
implica que cualquier tipo de indicación pueda ser incluida en él.  De esta
forma,  en  concreto,  no  cabe  sino  entender  que  se  encuentran  fuera  del
marco  de  las  ideas  matrices  de  la  iniciativa,  una  serie  de  indicaciones
presentadas para enmendar cuerpos jurídicos que ni siquiera estaban en el
Mensaje original.
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A lo anterior, complementó, se añade el hecho de
que  varias  de  dichas  indicaciones  adolecen,  además,  de  problemas  de
inadmisibilidad,  por  abordar  asuntos  propios  de  la  iniciativa  exclusiva  del
Presidente de la República.

Sin perjuicio de lo expuesto, prosiguió, en relación
con el proyecto que corresponde analizar a la Comisión de Hacienda, cabe
hacer una triple distinción.

Respecto  del  contenido  despachado  por  la
Cámara de Diputados, en primer lugar, señaló que no fue objeto de mayores
cuestionamientos al  ser analizado por la Comisión técnica del  Senado en
segundo trámite constitucional, más allá de algunas indicaciones específicas.

Hubo,  en  segundo  término,  otro  grupo  de
indicaciones  destinadas  a  corregir  aspectos  de  la  ley  de  inclusión,  en
cuestiones sobre admisión escolar y requisitos exigibles a los sostenedores
para impetrar la subvención. Todo esto, consignó, excede el ámbito de las
ideas matrices del proyecto, y supone volver a instalar un debate de fondo
que  ya  se  tuvo  cuando  se  discutió  la  ley  de  inclusión.  Es  el  caso,  por
ejemplo,  de  una  indicación  presentada  para  que  los  hijos  de  exalumnos
tengan  prioridad  en  el  acceso  a  establecimientos  educacionales  en  el
sistema de admisión. O de otras para que los sostenedores puedan celebrar
nuevos  contratos  de  arrendamiento  para  facilitar  la  proyección  de  sus
establecimientos. En relación con estas últimas, en particular, y no obstante
las aprensiones ya  manifestadas,  dio  a  conocer  la  voluntad del  Ejecutivo
para formular una propuesta que pueda abordar la problemática real  que
evidencian.

En tercer lugar, continuó, se presentó otro grupo
de  indicaciones  que,  en  opinión  del  Ejecutivo,  exceden  con  largueza  las
ideas  matrices  del  proyecto  de  ley.  Se  trata  de  las  que  plantean
modificaciones  al  estatuto  de  los  asistentes  de  la  educación,  de  las  que
inciden sobre aspectos relativos a los bonos de incentivo al retiro y de las
que proponen prorrogar la ley que estableció,  por un período acotado de
tiempo, la posibilidad de que los profesores a contrata pasaran a ser titulares.
Respecto de ellas, hizo hincapié, por más misceláneo que sea el carácter del
proyecto de ley, no cabe hacerse cargo en esta oportunidad.

Ahora  bien,  acerca  de  las  indicaciones  que  se
refieren  a  los  bonos  de  retiro  de  los  asistentes  de  la  educación,  en
específico, puso de relieve que en la Comisión de Educación y Cultura hubo
consenso sobre la conveniencia de efectuar una revisión más integral, que
incluyera,  indicó,  no  solo  las  preocupaciones  propias  de  los  actores  del
ámbito  educativo,  sino  también  las  implicancias  hacendarias.  En  ese
entendido, agregó, las aludidas indicaciones fueron retiradas en la señalada
instancia, para ser abordadas en su debido momento.
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El  Honorable  Senador  señor  Letelier  coincidió
con que no debiera  haber  mayores diferencias  al  abordar  los  contenidos
originales del proyecto de ley.

En lo que importa al sistema de admisión escolar,
en tanto, pareciera que se trata de un tema en sí mismo complejo, por lo que
podría no ser aconsejable revisarlo en una ley miscelánea. Ello, a diferencia
del  problema  de  los  requisitos  de  los  sostenedores  para  recibir  la
subvención, cuya urgencia amerita que sea recogido a la brevedad posible.

En lo referente a los asistentes de la educación, a
su turno, señaló que lo relacionado con el  bono de retiro reviste también
urgencia.

También  advirtió  sobre  la  situación  de  los
asistentes de la educación cuyas remuneraciones son pagadas con cargo a
la Subvención Especial Preferencial, porque en dicho caso, estimó que, de
acuerdo al Código del Trabajo, el Ministerio de Educación es solidariamente
responsable. Además, por tratarse de una prestación de servicios de doce
meses discontinuos en un período de quince meses, la norma considera tal
relación laboral como un contrato de trabajo indefinido con derecho al feriado
anual establecido para el sector educacional, asunto que puede ser aclarado
mediante una circular de la Secretaría de Estado.

La  Honorable Senadora señora Von Baer  hizo
hincapié en que en la  Comisión de Educación y Cultura se discutieron y
aprobaron  indicaciones  que,  a  su  juicio,  eran  en  rigor  inadmisibles.  En
algunos  casos,  no  solo  por  encontrarse  fuera  de  las  ideas  matrices  del
proyecto, sino también por incidir en facultades que la Constitución Política
ha reservado exclusivamente al Presidente de la República.

Observó,  por  otra  parte,  que  habiendo
efectivamente temas que precisan de una solución urgente, algunos de ellos
son,  además,  complejos,  por  lo  que  la  forma  de  solucionarlos  no  es
necesariamente evidente ni sencilla. Por lo mismo, privilegiar la rapidez en su
despacho por sobre un análisis más profundo, puede generar inconvenientes
que hoy no se avizoran.

El  Honorable  Senador  señor  Quintana indicó
que el de admisión escolar sí es un tema urgente. El proceso de selección en
los establecimientos, de hecho, es un asunto que es objeto de debate en la
actualidad, respecto del cual el propio Ejecutivo ha esbozado la posibilidad
de proponer el regreso a un sistema de admisión por mérito.

Recordó, asimismo, que a propósito de otras leyes
misceláneas, también del ámbito educativo, no se ha planteado la rigidez que
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hoy se sostiene en función de las ideas matrices. Lo característico de dicho
tipo de leyes, razonó, es justamente mejorar, corregir, perfeccionar, ampliar o
revisar  la  implementación  de  distintas  normas  vigentes.  Por  lo  demás,
añadió, la discusión que en su momento se dio en la Comisión de Educación
y Cultura, ya fue zanjada, mediante una votación, en esa misma instancia.

El  Honorable  Senador  señor  Coloma hizo  ver
que  la  posibilidad  de  que  una  Comisión  revise  una  declaración  de
inadmisibilidad en cualquier momento de la discusión de un proyecto, está
expresamente prevista en el artículo 25 de la ley orgánica constitucional del
Congreso Nacional.

Del mismo modo, instó a abordar con realismo la
discusión que se está llevando a cabo, en el sentido de avanzar en aquellas
materias en las que ya hay acuerdo o existen posibilidades de alcanzarlo,
dejando para otra oportunidad las que son objeto de discrepancias.

Lo anterior, añadió, sin perjuicio de la revisión de
las disposiciones con impacto financiero, que son propias de la competencia
de la Comisión de Hacienda. Al respecto, llamó la atención sobre que a la luz
de las indicaciones aprobadas en la Comisión de Educación y Cultura, el
gasto del proyecto de ley es sustancialmente distinto al inicialmente previsto
en los informes financieros elaborados por la Dirección de Presupuestos. Se
hace necesario, en consecuencia, un nuevo análisis del impacto fiscal que
tendría la iniciativa.

En  relación  con  las  alusiones  al  sistema  de
admisión  escolar  que  se  han  expresado,  el  señor  Subsecretario  de
Educación  destacó que el Ejecutivo ya ha hecho presente su intención de
presentar un proyecto de ley que, haciéndose cargo de la experiencia de
implementación de aquel, pueda significar un efectivo perfeccionamiento.

El  Honorable  Senador  señor  García manifestó
que a  todo lo  expresado por  el  señor  Subsecretario  de  Educación,  debe
agregarse otro tema cuya revisión ha quedado pendiente. Es el  surgido a
partir del inicio del proceso de traspaso de los asistentes de la educación
hacia  los  servicios  locales.  Dichos  trabajadores,  expuso,  pertenecían  a
sindicatos que al día de hoy continúan existiendo, en las mismas comunas,
pero ya sin los traspasados, sino solo con los socios que se dedican a tareas
distintas  de  las  educativas,  como  podía  ser,  por  dar  un  ejemplo,  la
administración de cementerios. Como, lógicamente, los sindicatos no pueden
ser  disueltos  mientras  subsistan  asociados,  se  producen  implicancias
patrimoniales que deben ser resueltas.

El  Honorable  Senador  señor  Letelier comentó
que se consultó al asesor del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, quien
aclaró que la titularidad patrimonial se mantiene radicada en el sindicato con
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los  socios  que  continúen  en  él,  pues  los  trabajadores  traspasados  a  los
nuevos servicios locales  dejaron de pertenecer  a  él,  salvo que luego del
traspaso el sindicato se disuelva por no lograr el quórum mínimo exigido por
ley. En dicho caso, los bienes se liquidarán conforme a lo señalado por los
estatutos.

El  Honorable Senador  señor García planteó si
no será necesario considerar expresamente en el Estatuto de los Asistentes
de la Educación Pública una norma del tenor antes señalado.

La  Honorable  Senadora  señora  Provoste
declaró que si es tan clara la norma del Código del Trabajo, se podría oficiar
a la Dirección del Trabajo consultando el asunto. Precisamente, apuntó, la
indicación presentada en la Comisión de Educación y Cultura surgió de la
realidad  acontecida  con  el  sindicato  de  la  Corporación  Municipal  de  San
Antonio, cuyos exsocios hoy forman parte del Servicio Local de Educación
Pública de Barrancas. En este caso, la Dirección del Trabajo señaló que el
sindicato se extinguió por el traspaso de los trabajadores al servicio local,
pese a que mantenía socios suficientes para seguir funcionando.

El Honorable Senador señor Letelier señaló que
los sindicatos son entes autónomos del organismo estatal, aunque compartió
la idea de contemplar explícitamente en el estatuto, quizás, la solución que
hoy reconoce el Código del Trabajo. La voluntad es que el sindicato continúe
funcionando con los socios que mantiene.

- - -

DISCUSIÓN

Enseguida,  de  conformidad con su competencia,
la Comisión de Hacienda se pronunció acerca de las siguientes disposiciones
del proyecto de ley despachado por la Comisión de Educación y Cultura, en
su segundo informe, como corresponde de conformidad con el artículo 41 del
Reglamento  de la  Corporación.  Del  articulado permanente,  la  letra  a)  del
número 1), las letras a) y b) del número 2), y el número 3) del artículo 1;
números 5) y 6), las letras b), c) y e) del número 7), 10) y 12) del artículo 3;
artículos 4, 5, 6, 7 y 8; los números 4), 5) y 6) del artículo 9; artículos 10 y 12;
y los artículos primero y segundo transitorios.

A  continuación,  se  da  cuenta  de  dichas
disposiciones, así como de los acuerdos adoptados a su respecto:

Artículo 1
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Por  medio  de  tres  numerales,  introduce
modificaciones  en  la  ley  N°  20.903,  que  crea  el  Sistema  de  Desarrollo
Profesional Docente y modifica otras normas:

Número 1)

Modifica, a través de dos literales, el  inciso final
del artículo cuarto transitorio (que faculta a la Superintendencia de Educación
para eximir a los sostenedores, por razones fundadas, de las obligaciones
que se establecen en relación con el financiamiento de profesionales de la
educación que se desempeñen en establecimientos con concentración de
alumnos prioritarios, que deben constar en los Convenios de Igualdad de
Oportunidades y Excelencia Educativa.

Letra a)

Reemplazase la frase “la obligación señalada en el
inciso segundo”, por la siguiente: “cumplir con el número de horas lectivas y
no  lectivas  establecido  en  el  inciso  primero,  las  del  artículo  segundo
transitorio de esta ley, y la de los artículos 69 y 80 del decreto con fuerza de
ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, según corresponda”.

Fue  aprobada  por  la  unanimidad  de  los
miembros de la Comisión,  Honorables Senadores señora Von Baer y
señores García, Letelier, Pizarro y Quintana.

Número 2)

Se vale de dos literales para introducir enmiendas
en el artículo decimosexto transitorio (en general, relativo a la asignación al
tramo profesional  avanzado de quienes  se desempeñen como director de
establecimientos  educacionales  o  como  jefe  de  Departamento  de
Administración de Educación Municipal, respecto de quienes, para efectos de
la percepción de la asignación de tramo establecida en el  artículo 49 del
decreto con fuerza  de ley N°1,  de 1996,  del  Ministerio  de Educación,  se
considerarán los años de ejercicio profesional que acrediten).

Letra a)

Agrega el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando
los  actuales  incisos  terceros  y  cuarto  a  ser  incisos  cuarto  y  quinto,
respectivamente:

“Lo dispuesto en los incisos anteriores se aplicará
igualmente a los profesionales de la educación que al  1 de diciembre de
2018 se desempeñan como Directores de establecimientos educacionales,
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jefes de Educación de las Corporaciones Municipales y Departamentos de
Educación  Municipal  en  el  período  comprendido  entre  el  primer
encasillamiento y el 1 de diciembre del 2018”.

El  señor  Subsecretario  de  Educación  explicó
que la idea general del numeral 2), cuya redacción fue aprobada a instancias
de una indicación del Senador señor Quintana, busca permitir que quienes
tienen  experiencia  comprobada  como  directores,  pero  no  se  encuentran
dentro  de  los  correspondientes  tramos  de  la  carrera  docente,  queden
habilitados para poder postular a los cargos.

La  letra  a),  en  concreto,  hace  extensivo  dicho
propósito a quienes  se desempeñan como Directores de establecimientos
educacionales,  jefes  de  Educación  de  las  Corporaciones  Municipales  y
Departamentos de Educación Municipal. Sin embargo, advirtió, la referencia
que  contiene  al  encasillamiento  no  resulta  apropiada,  pues  no  todas  las
personas que podrían acceder a los cargos se encuentran encasilladas.

La Comisión acogió la observación del señor
Subsecretario de Educación, y acordó rechazar la frase “en el período
comprendido entre el  primer encasillamiento y el  1  de diciembre del
2018”, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión,
Honorables Senadores señores García, Letelier, Pizarro y Quintana.

El  resto  de  la  letra  a)  fue  aprobada,  con
modificaciones,  por la  unanimidad  de los  miembros  de la  Comisión,
Honorables  Senadores  señora  Von  Baer  y  señores  García,  Letelier,
Pizarro y Quintana.

Letra b)

Sustituye,  en el  inciso cuarto,  la letra “y”,  por la
siguiente frase: “y jefes de Departamento de Administración de Educación
Municipal,  Directores  o  jefes  de  Educación  de  las  Corporaciones
Municipales”.

Fue  aprobada,  con  modificaciones,  por la
unanimidad de los miembros de la  Comisión,  Honorables Senadores
señora Von Baer y señores García, Letelier, Pizarro y Quintana.

Número 3)

Agrega  en  el  artículo  vigésimo  transitorio  (que
exime,  para  determinados  concursos,  la  exigencia  del  requisito  de
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encontrarse reconocido en el tramo profesional avanzado), el siguiente inciso
final, nuevo:

“Sin  perjuicio  de  lo  establecido  en  el  inciso
anterior, en los concursos y nombramientos para proveer vacantes de jefes
de Departamentos de Administración de Educación Municipal, directores y
directivos  de  exclusiva  confianza,  incluyendo  los  cargos  técnico-
pedagógicos,  podrán  postular  o  designarse,  según  corresponda,
profesionales  de  la  educación  que  desempeñen  o  hayan  desempeñado
dichos cargos o el de Director de Educación de una corporación municipal,
por al menos cuatro años y que se encuentren en el tramo de acceso, tramo
temprano o no hayan sido asignados a un tramo del Sistema de Desarrollo
Profesional Docente establecido en el Título III del decreto con fuerza de ley
N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, por no contar con resultados que
lo permitan. Estos profesionales de la educación podrán recibir la asignación
de responsabilidad directiva o técnico pedagógica que corresponda.”.

Fue  aprobado  por  la  unanimidad  de  los
miembros presentes de la  Comisión,  Honorables  Senadores  señores
Coloma, García, Letelier y Pizarro.

Artículo 3

Introduce, mediante 12 numerales, modificaciones
en la ley N° 20.529, que crea el Sistema de Aseguramiento de la Calidad de
la Educación Parvularia, Básica y Media y su fiscalización.

Número 5)

Reemplaza el artículo 90, por el siguiente:

“Artículo 90.- El administrador provisional quedará
sometido desde que aceptare el cargo a un régimen especial de fiscalización
y  rendición  de  cuentas  que  deberá  ser  fijado  por  el  Superintendente
mediante resolución fundada. De la misma forma, la Superintendencia podrá
fijar  criterios  diferenciadores  para  el  uso  de  las  subvenciones  y  aportes
señalados en la ley N° 20.248.

Mientras  dure  su  administración,  los
procedimientos  sancionatorios  originados  por  hechos  ocurridos  con
anterioridad a su nombramiento se dirigirán en contra del  sostenedor.  Lo
mismo ocurrirá en aquellos procedimientos en que la ejecución de la sanción
se encuentre pendiente de ser aplicada por el Ministerio de Educación. En el
evento de que se trate de sanciones de tipo pecuniario, deberán ser pagadas
a  la  Tesorería  General  de  la  República,  dentro  del  plazo  de  diez  días,
contados desde que dicha sanción  se  encuentre  firme.  Transcurrido  este
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plazo sin  que el  sostenedor  las haya pagado,  el  Ministerio  de Educación
oficiará  a  dicho  organismo  para  que  inicie  el  procedimiento  de  cobro
respectivo.

El  administrador  provisional  deberá  proporcionar
todos  los  antecedentes  que  el  sostenedor  requiera  para  una  adecuada
defensa en los casos a que se refiere el inciso anterior.

Dentro  de  los  quince  días  siguientes  a  la
aceptación del cargo, el administrador provisional levantará un acta que dé
cuenta del estado administrativo y financiero del establecimiento educacional
que será entregada a la Superintendencia.

Asimismo,  en  los  veinte  días  siguientes  a  dicha
aceptación, deberá presentar un plan de trabajo, que deberá ser aprobado
por el Superintendente.

El  administrador  provisional  deberá  presentar
informes trimestrales de avance de su gestión tanto a la Dirección Regional
de  la  Superintendencia  de  Educación  como  a  la  Secretaría  Regional
Ministerial  de Educación respectiva,  y  dar cuenta documentada de ella  al
Superintendente al término de sus funciones.

Una  vez  aprobados  por  la  Superintendencia,
dichos informes serán incorporados a  un registro  de  carácter  público,  de
conformidad a lo dispuesto en el reglamento a que hace referencia el artículo
97.

El  administrador  provisional  responderá  de  la
culpa leve en su administración.

Una  vez  nombrado,  el  administrador  provisional
deberá realizar una declaración de intereses y patrimonio, en los términos
que indica la ley N° 20.880.

En caso de incumplimiento de estas obligaciones,
el  Superintendente  podrá  disponer  la  eliminación  del  administrador
provisional del registro señalado en el artículo 97, sin perjuicio de las demás
responsabilidades que le correspondan.”.

El Honorable Senador señor Coloma consultó si
el  correcto  entender  de  este  artículo  es  que  si  se  impone  una  sanción
pecuniaria, no será cobrada a la institución que pasa a ser administrada por
un administrador provisional, sino al sostenedor. De ser así, manifestó sus
dudas  si  acaso  jurídicamente  corresponde  quitarle  carga  financiera  a  la
administración provisional.
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Por  otra  parte,  preguntó  cómo  lo  haría  para
responder  un  sostenedor  que  ha  caído  en  estado  de  insolvencia,
precisamente por haber incurrido en sucesivos incumplimientos.

En el fondo, resaltó, se puede estar dando pie a
una figura en que las deudas provenientes de multas queden fuera de las
obligaciones de la institución y se radiquen en otro, el sostenedor. Cuestión
que  pueda  representar  cierto  riesgo,  por  cuanto  cualquier  obligación
sancionatoria derivada del actuar de la institución, quedará radicada en el
sostenedor, sin que la nueva administración, de esa misma institución, sea
responsable.

El Honorable Senador señor Letelier explicó que
en  caso  de  designarse  un  administrador  provisional,  tratándose  de  un
establecimiento municipal la multa se cobra con cargo a la subvención que
recibe  el  sostenedor.  En  presencia  de  un  establecimiento  particular,  en
cambio, se hace con cargo a la razón social del sostenedor.

El  señor  Subsecretario  de  Educación  señaló
que la cuestión en comento fue adicionada al proyecto de ley en la Cámara
de Diputados,  en  primer  trámite  constitucional.  Con el  objeto,  explicó,  de
establecer deberes de transparencia y rendición de cuentas al administrador
provisional, y de posibilitar que este último pueda dedicar todo su esfuerzo a
la gestión propiamente tal,  sin tener que asumir la responsabilidad por el
pago de multas generadas en gestiones anteriores.

Ahora  bien,  advirtió,  lo  cierto  es  que  el
administrador no reemplaza a la persona jurídica que se desempeña como
sostenedor, y sabido es que el pago de multas está por lo general asociado
al descuento de subvención. Desde ese punto de vista, añadió, podría ser
adecuado revisar la redacción que se propone, con miras a que la norma
pueda llegar a ser efectiva.

El Honorable Senador señor Letelier apuntó que
la  discusión  podría,  entonces,  trasladarse  a  los  criterios  que  utiliza  la
Superintendencia  al  ejercer  su  función,  habida  cuenta  de  que  su  rol  es
cautelar el patrimonio público. Si la multa es por no pago de sueldos, por
ejemplo, es evidente que debe ser restada de la subvención; sin embargo,
existen  otras  materias  en  que  las  razones  para  imponer  la  multa,  o  sus
cantidades, pueden ser más debatibles. Por lo mismo, solicitó al Ejecutivo la
elaboración de una indicación que pueda abordar esta situación.

El Honorable Senador señor Pizarro señaló que
del tenor del artículo que se propone, queda claro que es sobre el sostenedor
sobre  quien  se  persigue  el  pago  de  multas.  Y  que  al  administrador
provisional  simplemente le cabe proporcionar  los antecedentes requeridos
por aquel para su defensa.
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Por  lo  demás,  subrayó,  el  administrador  queda
sometido a un régimen especial de fiscalización y rendición de cuentas ante
la Superintendencia.

El Honorable Senador señor Coloma aclaró que
más adelante se resuelve la inquietud planteada al inicio de la discusión de
este artículo. La letra c) del número 7), expresó, incorpora un párrafo final a
la letra d) del artículo 92 de la ley N° 20.529, que se refiere a las facultades
del  administrador  provisional  y,  en particular,  al  pago de las obligaciones
derivadas  del  servicio  educacional.  El  nuevo  párrafo,  precisó,  autoriza  a
aquel  a  solucionar  obligaciones  generadas  con  anterioridad  a  su
nombramiento,  cuando  digan  relación  con  remuneraciones  y  cotizaciones
previsionales del personal y cuente con recursos adicionales del sostenedor.
De este modo, puntualizó, es este último el que asume la responsabilidad por
su gestión, aspecto por el  que había manifestado su preocupación inicial,
quedando bien resuelto, a su entender.

El  Honorable Senador señor Letelier manifestó
que, para efectos interpretativos, el concepto de cotizaciones previsionales
incluye el pago de multas por retraso en el pago de dichas obligaciones, ya
sea en cajas de compensación de asignación familiar o en administradoras
de fondos de pensiones.

El artículo 90 del número 5) fue aprobado por
la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores
señores Coloma, García, Letelier, Pizarro y Quintana.

Número 6)

Reemplaza el artículo 91, por el siguiente:

“Artículo 91.-  Desde la fecha de designación del
administrador  provisional  el  sostenedor  del  establecimiento  quedará
inhabilitado  para  efectos  de  su  administración,  así  como  para  percibir  la
subvención educacional.

El  sostenedor  será  responsable  de  todas  las
obligaciones  que  se  hubieren  generado  en  virtud  del  funcionamiento  del
establecimiento  educacional  con  antelación  a  la  designación  del
administrador provisional.

Para  garantizar  una  adecuada  gestión  del
administrador  provisional,  el  sostenedor deberá cumplir  con las siguientes
obligaciones:
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a) Reintegrar, en la cuenta corriente señalada en
la letra c) del artículo 92, los montos que el administrador deba pagar por
obligaciones  generadas  con  anterioridad  a  su  nombramiento  y  que  se
devenguen  o  ejecuten  en  su  administración,  especialmente  aquellos  que
digan relación con el pago de remuneraciones y cotizaciones previsionales.
Asimismo, deberá depositar los saldos o excedentes de dichos aportes que
no  hayan  sido  ejecutados  a  la  fecha  de  su  nombramiento,  según  lo
determinado por la Superintendencia de Educación.

b)  No podrá celebrar  actos o contratos sobre el
local escolar o el mobiliario de los establecimientos educacionales sujetos a
administración provisional que puedan impedir el adecuado funcionamiento
del servicio educativo.

c)  Poner  a  disposición  del  administrador
provisional todos los bienes, muebles e inmuebles, donde funcionen el o los
establecimientos educacionales sujetos a esta medida.

d) Proporcionar al administrador provisional toda la
información necesaria, especialmente laboral y financiera, que esté bajo su
responsabilidad,  para  una  adecuada  gestión.  Lo  anterior,  deberá  ir
acompañado de un informe detallado, en los primeros diez días contados
desde asumida las funciones por el administrador provisional.

Mientras dure su administración, los recursos que
reciba el administrador provisional y los bienes que administre no podrán ser
objeto de medida judicial alguna que derive de las obligaciones señaladas en
el inciso segundo de este artículo.

Si  el  sostenedor  se  negare  a  entregar  los
inmuebles de los establecimientos educacionales sujetos a esta medida, o
éste cerrare intempestivamente dichos locales, el administrador provisional
podrá solicitar el auxilio de la fuerza pública para tomar posesión de ellos.

El incumplimiento de las obligaciones establecidas
en este artículo por parte del sostenedor se entenderá como infracción grave
para  los  efectos  del  artículo  76  y  soportará  personalmente  sus  efectos,
incluyendo el pago de multas. En los casos que existan hechos que puedan
revestir  carácter  de  delitos,  la  Superintendencia  podrá  enviar  los
antecedentes el Ministerio Público para los fines a que haya lugar.

El  nombramiento  de  administrador  provisional
procederá sin perjuicio de hacer efectiva la garantía establecida en el artículo
56 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación.

Mientras  dure  la  administración  provisional,
excepcionalmente y por resolución fundada, el Ministerio de Educación o la
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Superintendencia de Educación, según corresponda, podrán dejar sin efecto
las retenciones de pago adoptadas por aplicación del artículo 7 de la ley N°
19.609, del artículo 69 de la presente ley, o en razón de otras medidas de
carácter administrativo que hayan tenido por objeto la disminución o no pago
de la subvención escolar.”.

El artículo 91 del número 6) fue aprobado por
la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores
señores Coloma, García, Letelier, Pizarro y Quintana.

Número 7)

Introduce enmiendas en el  artículo 92 (relativo a
las facultades que corresponde asumir a los administradores provisionales),
mediante cinco literales.

Letra b)

Modifica  el  literal  c)  (relativo  a  la  percepción  y
administración de recursos), por medio de dos ordinales.

El ordinal i  elimina, a continuación de la palabra
“correspondiente”,  la  frase  “solamente  hasta  el  término  del  año  escolar
respectivo,”.

El  ordinal  ii  agrega  el  siguiente  párrafo  final,
nuevo:

“Para  estos  efectos,  el  administrador  provisional
deberá abrir una cuenta corriente fiscal, en la que el Ministerio de Educación
depositará  estos  recursos.  También  deberá  acompañar  una  boleta  de
garantía,  póliza  de  seguro  u  otra  caución  previamente  calificada  por  la
Superintendencia.”.

Letra c)

Agrega  en  el  literal  d)  (alusivo  a  la  facultad  de
pagar las obligaciones derivadas del servicio educacional que se presta), el
siguiente párrafo final, nuevo:

“Podrá  solucionar  obligaciones  generadas  con
anterioridad  a  su  nombramiento,  cuando  digan  relación  con  el  pago  de
remuneraciones y cotizaciones previsionales del personal del establecimiento
educacional  o  servicios  básicos  y  cuente  con  recursos  adicionales
provenientes del sostenedor u otros dispuestos para tal efecto.”.
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Letra e)

Incorpora el siguiente literal i), nuevo:

“i) Convenir con el Ministerio de Educación u otros
órganos de la Administración del Estado, así como con entidades privadas
sin fines de lucro, la realización de acciones específicas o de prestación de
servicios,  que  le  permitan  cumplir  sus  funciones  u  obtener  recursos
adicionales.”.

Las  letras  b),  c)  y  e)  del  número  7)  fueron
aprobadas  por  la  unanimidad  de  los  miembros  de  la  Comisión,
Honorables  Senadores  señores  Coloma,  García,  Letelier,  Pizarro  y
Quintana.

Número 10)

Reemplaza el artículo 98, por el siguiente:

“Artículo  98.-  Los  honorarios  del  administrador
provisional serán pagados con cargo al presupuesto de la Superintendencia
de Educación.”.

El Honorable Senador señor Coloma consultó al
señor Subsecretario de Educación el motivo por el cual el pago de honorarios
del administrador provisional es con cargo a la Superintendencia y no a la
subvención  del  establecimiento,  como sucede  en  la  actualidad,  donde  el
organismo público solo asume esta obligación en caso de no ser suficiente el
aporte del Estado.

El  señor  Subsecretario  de  Educación explicó
que el proyecto original consideraba el artículo en debate. En ese sentido,
declaró compartir la inquietud del Senador señor Coloma, razón por la que
en  su  oportunidad  presentaron  una  indicación  para  mantener  el  sistema
vigente, que finalmente fue rechazada.

Un  establecimiento  educacional  intervenido
siempre presenta dificultades financieras, por ello, continuó, el objetivo que
persigue el artículo en cuestión es que todos los recursos de la subvención
sean  destinados  al  servicio  educacional.  Sin  embargo,  manifestó  que  el
temor del Ejecutivo era que al cargar al presupuesto de la Superintendencia
el  pago de los  honorarios  del  administrador  provisional,  se  podrían  crear
desincentivos para que este cumpliera cabalmente su función, ya que se ha
observado en la práctica la promoción del  nombramiento de una persona
distinta al sostenedor para solucionar problemas que no son necesariamente
financieros.
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El  Honorable  Senador  señor  Letelier fue  del
parecer que la experiencia demuestra que para evitar incentivos perversos
es  más  transparente  que  la  Superintendencia  nombre  al  administrador
provisional y pague los honorarios.

El Honorable Senador señor Coloma apuntó que
la  norma  se  distancia  de  la  regla  establecida  para  casos  similares  de
insolvencia, donde el principio es que los honorarios sean pagados con cargo
a los recursos destinados al efecto, razón por la que votará en contra.

El número 10) fue aprobado por cuatro votos a
favor (de los Honorables Senadores señores García, Letelier, Pizarro y
Quintana), y uno en contra (del Honorable Senador señor Coloma).

Número 12)

Reemplaza en el artículo decimoquinto transitorio
(que  establece  un  plazo  para  que  los  establecimientos  de  educación
parvularia obtengan el reconocimiento oficial  del Estado), la expresión “un
plazo de ocho años a contar de la entrada en vigencia de esta ley”, por la
frase “plazo hasta el 31 de diciembre del año 2022”.

Resultó  aprobado  por  la  unanimidad  de  los
miembros  de  la  Comisión,  Honorables  Senadores  señores  Coloma,
García, Letelier, Pizarro y Quintana.

Artículo 4

Este artículo agrega en el decreto con fuerza de
ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido,
coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1996, del
Ministerio  de  Educación,  sobre  subvención del  Estado a establecimientos
escolares, el siguiente artículo 9 ter:

“Artículo  9  ter.-  Los  locales  anexos  de
establecimientos  educacionales  que  funcionen  como  aulas  hospitalarias;
aquellas dependientes de recintos hospitalarios; las escuelas cárceles y los
establecimientos  que  funcionen  en  un  recinto  del  Servicio  Nacional  de
Menores percibirán una subvención educacional mensual de acuerdo a las
reglas establecidas en el artículo 13. Con todo, esta subvención mensual no
podrá ser inferior a 61,10443 U.S.E., más el incremento al que se refiere el
artículo 11 en caso de corresponder.
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El  Ministerio  de  Educación,  mediante  resolución
que  deberá  ser  visada  por  la  Dirección  de  Presupuestos,  determinará
anualmente la nómina de estos establecimientos.”.

El  Honorable  Senador  señor  Letelier hizo
presente  que esta  norma aborda el  dramático  tema de las  escuelas  que
funcionan al interior de cárceles y hospitales, que carecen de los recursos
necesarios  para  su  normal  funcionamiento.  Manifestó  entender  que  el
incremento de la subvención ayuda en parte a resolver el problema, por eso
llamó a los demás integrantes a otorgar su aprobación.

El  Honorable  Senador  señor  García valoró
también  el  incremento  de  la  subvención,  no  obstante,  sostuvo,  será
necesario continuar mejorando el financiamiento de estas escuelas, pues el
problema que presentan es que el aporte del Estado depende del número de
matriculados,  el  que  por  las  características  especiales  de  los
establecimientos, es siempre variable. La idea, detalló, es que el monto de la
subvención permita que la escuela pueda seguir funcionando, independiente
del número de alumnos matriculados.

El artículo 4 fue aprobado por la unanimidad de
los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma,
García, Letelier, Pizarro y Quintana.

Artículo 5

Intercala en el artículo 3 de la ley N° 21.050, que
otorga un reajuste de remuneraciones a los trabajadores del Sector Público,
concede  aguinaldos  que  señala,  concede  otros  beneficios  que  indica,  y
modifica diversos cuerpos legales (relativo, en concreto, a la entrega de un
aguinaldo de Navidad), entre “publicación de la ley” y el punto final que le
sigue,  la  expresión  “;  y  a  los  trabajadores  de  los  Servicios  Locales  de
Educación  Pública,  incluidos  los  profesionales  de  la  educación  y  los
asistentes  de  la  educación  que  se  desempeñen  en  establecimientos
educacionales de dependencia de dichos Servicios”.

El señor Subsecretario de Educación aclaró que
la norma corrige una omisión de la ley que reajustó las remuneraciones a los
trabajadores del  sector  público  para  el  año 2018,  la  que no consideró  a
aquellos dependientes de los servicios locales de educación. Se trata, por
tanto, de un pago pendiente.

El artículo 5 fue aprobado por la unanimidad de
los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora
Provoste y señores Coloma, García y Letelier.
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Artículo 6

Agrega en el numeral 9 del artículo 2 de la ley N°
20.976, que permite a los profesionales de la educación que indica, entre los
años 2016 y 2024, acceder a la bonificación por retiro voluntario establecida
en la ley N° 20.822 (que, en concreto, establece el deber de renuncia para
quienes quieran acceder a la bonificación), a continuación del punto aparte,
que pasa a ser punto seguido, lo siguiente:

“Sin  perjuicio  de  ello,  se  aplicará  a  estos
beneficiarios, lo establecido en el  inciso cuarto del artículo 3 de la ley N°
20.822.”.

Cabe  señalar  que  esta  última  disposición  da
cuenta del momento en que se entenderá terminada la relación laboral.

El  Honorable Senador señor Letelier solicitó al
Ejecutivo precisar, por un lado, el momento en que se adquiere el derecho a
acogerse al retiro voluntario y, por otro, cuando se puede hacer efectivo ese
derecho. Lo anterior, por cuanto, señaló, se ha entendido en otras leyes que
han otorgado un incentivo al retiro, que este solo puede hacerse efectivo si el
funcionario ha percibido la totalidad de la bonificación establecida en la ley,
hecho que ha generado inconvenientes entre los posibles beneficiarios, en
especial, por el tiempo de demora del pago en algunos casos.

Existen situaciones, graficó, donde funcionarios de
edad avanzada, a quienes se les ha reconocido el derecho a acogerse al
retiro  voluntario,  no  se  les  ha  pagado  la  bonificación  por  la  entidad
empleadora correspondiente, pese a que los recursos destinados al efecto ya
han sido transferidos.

Tal  vez,  estimó,  se  podría  establecer  una  regla
similar a la contemplada en la ley que otorgó un incentivo al retiro para los
trabajadores del sector municipal, donde se les permitió retirarse, a solicitud
del funcionario, independiente que no se les haya pagado aún el beneficio.

El  señor  Subsecretario  de  Educación explicó
que como se han aprobado diversas leyes que otorgan una bonificación para
el incentivo al  retiro de funcionarios públicos en el  ámbito educacional,  la
última normativa – ley N° 20.976 – que prorrogó el período para acogerse a
retiro establecido en la ley N° 20.822, omitió ciertas normas, como el artículo
en discusión referente al momento en que se termina la relación laboral.

En cuanto a lo  expresado por el  Senador señor
Letelier, indicó que aquello dice relación con una situación prevista en otra
parte del proyecto de ley, cual es, que el funcionario pueda dejar de trabajar

19



mientras  espera  recibir  el  pago  del  bono  de  incentivo  al  retiro.  Sobre  el
particular, afirmó, se debe debatir allí si se le otorga la posibilidad de ejercer
esa  facultad  y,  en  caso  de  ser  afirmativo,  si  tiene  o  no  derecho  a
remuneraciones en tanto se cumpla el plazo anunciado inicialmente por el
funcionario como fecha de retiro definitivo.

Consideró de justicia  que mientras  se  espera  el
pago del beneficio los funcionarios puedan gozar de un derecho a no asistir a
sus trabajos, no obstante, es discutible que al hacer uso de ese derecho, el
organismo público empleador deba continuar pagando las remuneraciones,
porque en tal situación, el retiro se ha hecho efectivo.

El artículo 6 fue aprobado por la unanimidad de
los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras
Provoste y Von Baer, y señores García y Letelier.

Artículo 7

Introduce,  por  medio  de  tres  numerales,
enmiendas en la ley N° 21.040, que crea el Sistema de Educación Pública:

Número 1)

Incorpora en el inciso cuarto del artículo vigésimo
primero transitorio (relativo al decreto alcaldicio que están obligadas a emitir
las municipalidades que presten el servicio educacional), a continuación del
punto final, que pasa a ser punto seguido, lo siguiente:

“La  información  contenida  en  este  decreto,  en
relación con las remuneraciones y asignaciones del personal indicadas en
éste, será la utilizada para los efectos del traspaso señalado en el artículo
cuadragésimo  primero  transitorio  de  esta  ley,  respecto  del  personal
considerado en dicho decreto; y en particular para la protección señalada en
el artículo cuadragésimo segundo transitorio, sin perjuicio de los reajustes
que se establezcan, de conformidad a la ley.”.

El  señor  Subsecretario  de  Educación declaró
que la norma en cuestión apunta a subsanar ciertas incongruencias que se
pueden  presentar  en  el  traspaso  de  los  funcionarios  desde  el  sector
municipal  a  los  nuevos  servicios  locales  de  educación.  Las  reglas
establecidas en los artículos transitorios referidos persiguen la protección de
los derechos laborales de los trabajadores, derechos que deben respetarse
al traspasarse al nuevo servicio educacional.

Expresó que el problema que se presentó en los
primeros traspasos desde el sector municipal a los nuevos servicios locales
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de educación, fue un alza de remuneraciones superior al reajuste semanas
antes del traspaso o el reconocimiento de bonificaciones inexistentes cuando
se determinó el traspaso. Lo anterior, apuntó, se traduce en un mayor costo
para  los  servicios  locales,  motivo  por  el  que mediante  el  párrafo  que se
agrega se intenta considerar las remuneraciones vigentes seis meses antes
para los traspasos futuros.

El  Honorable Senador señor Letelier compartió
el espíritu del artículo en cuestión. Por una parte, señaló, se trata de una
norma  de  protección  a  los  trabajadores,  en  tanto,  por  otra,  se  intenta
resguardar los recursos fiscales. Sin perjuicio de lo anterior,  manifestó su
aprensión  sobre  la  fecha  exacta  que  se  considerará  para  las
remuneraciones.

El  Honorable  Senador  señor  García remarcó
que la norma obliga a que el decreto alcaldicio indique no solo la nómina del
personal  que  será  traspasado,  sino  también  sus  remuneraciones  y
asignaciones, información que facilitará el proceso. Consideró que funciona
como una norma de buena administración,  así  como de protección a los
derechos de los trabajadores.

El número 1) fue aprobado por la unanimidad
de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables  Senadores
señoras Provoste y Von Baer, y señores García y Letelier.

Número 2)

Agrega,  en  el  artículo  cuadragésimo  segundo
transitorio (relativo a la protección de derechos del  personal),  el  siguiente
inciso final, nuevo:

“Con todo, sólo le serán oponibles a los Servicios
Locales de Educación Pública las condiciones pactadas con anterioridad a
seis meses contados desde la fecha en que se haga efectivo el traspaso del
personal  de  que  trata  este  párrafo.  En  caso  de  que  el  Presidente  de  la
República ejerza la facultad establecida en el inciso cuarto del artículo sexto
transitorio, podrá establecer un plazo menor.”.

El  señor Subsecretario  de  Educación expuso
que el nuevo inciso cumple el mismo objetivo que la norma anterior, evitar
que  semanas  antes  de  los  traspasos  a  los  nuevos  servicios  locales  de
educación se modifiquen las condiciones laborales de los trabajadores, como
ocurrió  en  la  Región  de  Coquimbo.  Estimó  que  seis  meses  es  un  plazo
suficiente para desincentivar cualquier tipo de modificación contractual,  ya
que esta también tendría un costo para el municipio.
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El  Honorable  Senador  señor  Letelier consultó
por la razón de fijar en seis meses y no en un plazo superior el período que
se considerará para establecer cuáles eran las condiciones laborales de los
trabajadores antes de ser traspasados.

El  asesor  del  Ministerio  de  Educación,  señor
Juan Carlos Eyzaguirre, comentó que el motivo fue concordar este término
con el plazo fijado por el  artículo vigésimo primero transitorio para dictar el
decreto alcaldicio donde se contiene la información de los trabajadores que
serán traspasados.

El número 2) fue aprobado por la unanimidad
de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables  Senadores
señoras Provoste y Von Baer, y señores García y Letelier.

Número 3)

Incorpora  el  siguiente  artículo  cuadragésimo
segundo bis transitorio:

“Artículo  cuadragésimo  segundo  bis.-  Del
financiamiento transitorio de las municipalidades y corporaciones municipales
a  los  asistentes  de  la  educación  que  se  traspasen.  Sin  perjuicio  de  lo
establecido en los artículos cuadragésimo primero y cuadragésimo segundo
transitorios,  y durante cinco años contados desde el  traspaso del  servicio
educacional, serán de cargo de los nuevos Servicios Locales de Educación
única y exclusivamente las remuneraciones, indemnizaciones, asignaciones
y demás beneficios avaluables en dinero de un número máximo de horas de
contrato de asistentes de la educación que se traspasen de conformidad a
dichos  artículos.  La  municipalidad  o  corporación  municipal  respectiva
financiará  durante  dicho  período  las  remuneraciones,  asignaciones,
indemnizaciones y demás beneficios avaluables en dinero correspondientes
a  aquellos  asistentes  de  la  educación  que  excedan  dicho  número  de
conformidad a lo establecido en el  inciso final  de este artículo.  Luego de
transcurrido  este  plazo,  la  totalidad  de  los  asistentes  de  la  educación
traspasados será de cargo del Servicio Local de Educación respectivo.

El  número  máximo  a  que  se  refiere  el  inciso
anterior  se  determinará,  para  cada  comuna,  mediante  el  siguiente
procedimiento:

a) Se calculará un cociente dividiendo la matrícula
de la comuna a diciembre de 2017 por el total de horas de contrato de los
asistentes de la educación que se desempeñaban en los establecimientos
dependientes de la municipalidad o corporación respectiva a la misma fecha.
Dicho cociente deberá ser informado por la Subsecretaría de Educación a
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cada una de las municipalidades o corporaciones municipales que aún no
hayan traspasado el servicio educacional al Servicio Local de Educación que
corresponda.

b)  Si  la  matrícula  de  la  comuna se  mantiene  o
aumenta entre diciembre de 2017 y la fecha del traspaso, el Servicio Local
de  Educación  respectivo  sólo  financiará  el  número  máximo  de  horas  de
contrato de asistentes de la educación que resulte de la división entre la
matrícula  al  momento  del  traspaso  y  el  cociente  señalado  en  el  literal
anterior.

c)  Si  la matrícula de la comuna al  momento del
traspaso es inferior a la existente a diciembre de 2017, el número máximo de
horas de contrato de asistentes de la educación traspasados de cargo del
Servicio  Local  de  Educación  será  equivalente  al  número  de  asistentes
contratados a diciembre de 2017.

En todos los casos anteriores, el número máximo
de horas  de  contrato  a  financiar por  los  Servicios  Locales  de  Educación
deberá ser aproximado hacia el entero inferior, si correspondiere.

Asimismo, no se considerarán para efectos de los
cálculos establecidos en el presente artículo las horas totales de contrato de
los asistentes de la educación contratados y financiados con recursos de la
subvención  escolar  preferencial  establecida  en  la  ley  N°  20.248  y  de
proyectos de integración escolar establecidos en el decreto con fuerza de ley
N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación. El pago de las remuneraciones y
asignaciones de las horas de contrato correspondientes de estos asistentes
de  la  educación  será  siempre  de  cargo  de  los  Servicios  Locales  de
Educación una vez traspasado el servicio educacional.

Para los efectos de este artículo, se entenderá por
matrícula  de  la  comuna  la  correspondiente  a  los  establecimientos
educacionales a que se refiere el artículo cuadragésimo primero de esta ley.

Los cocientes señalados en el  presente artículo,
así  como  el  número  máximo  de  horas  de  contrato  de  asistentes  de  la
educación  a  que  se  refieren  los  incisos  primero  y  segundo  del  presente
artículo serán fijados mediante resolución del Subsecretario de Educación, la
cual deberá ser suscrita por el Ministerio de Hacienda. Sin perjuicio de lo
anterior, de manera excepcional y mediante resolución del Subsecretario de
Educación suscrita por el Ministerio de Hacienda, podrá ajustarse el número
máximo  regulado  en  el  presente  artículo  por  razones  fundadas  en
circunstancias  particulares  de  cada  comuna,  tales  como  cambios  en  la
composición  de  sus  establecimientos  educacionales  o  en  la  normativa
relativa a requisitos de personal.
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Las  remuneraciones,  asignaciones  y  demás
beneficios  avaluables  en  dinero  de  los  asistentes  de  la  educación
traspasados  se  pagarán  directamente  por  los  Servicios  Locales  de
Educación  respectivos.  Sin  perjuicio  de  lo  anterior,  el  criterio  de
determinación de los montos que serán de cargo de cada municipalidad o
corporación  municipal  será  objetivo  y  corresponderá  a  aquellas  horas  de
contrato  de  contrataciones  de  menor  antigüedad  en  la  dotación  que
sobrepasen  el  número  máximo  definido  para  cada  comuna,  conforme  al
procedimiento  establecido  en  el  presente  artículo.  Dichos  montos  serán
descontados, luego de ser debidamente reajustados, de los recursos que a la
municipalidad respectiva le corresponda percibir por su participación en el
Fondo Común Municipal, establecido en el decreto ley N° 3.063, de 1979,
sobre Rentas Municipales, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado
fue fijado por el decreto supremo N° 2.385 de 1996, del Ministerio del Interior,
el año inmediatamente siguiente a aquel en que se realicen los mencionados
pagos. Para ello, el Servicio Local de Educación respectivo informará de la
liquidación de los montos que deberán ser descontados y enterados a su
patrimonio,  a  la  Subsecretaría  de  Desarrollo  Regional  y  Administrativo,
durante el mes de diciembre de cada año.”.

El  señor  Subsecretario  de  Educación explicó
que esta norma también regula el proceso de traspaso de los trabajadores
del sector municipal al servicio local de educación. En este caso, detalló, el
objeto es evitar la sobredotación antes del traspaso.

Aclaró  que  de  ninguna  manera  se  restringe  el
derecho de cada trabajador a ser traspasado, más bien es una exigencia
para el actual sostenedor, que de no cumplir,  deberá asumir el costo con
cargo al Fondo Común Municipal. La exigencia, continuó, se calcula en base
a un cociente que se obtiene de dividir el número de horas contratadas de
asistentes de la educación por matrícula al 2017. Si luego del traspaso el
cociente es superior al calculado de la manera antes señalada, el exceso
será asumido por el municipio por un período de cinco años.

El  Honorable  Senador  señor  Letelier señaló,
entonces,  que  al  2017  se  fija  la  nómina  del  personal  traspasado  y  sus
remuneraciones, que será de cargo de los nuevos servicios locales. Todo
gasto adicional al cociente calculado en la forma establecida en este artículo
será asumido por la municipalidad respectiva, haciendo presente el período
excepcional 2017-2020 donde se observará un incremento de matrículas en
algunas  comunas,  caso  en  el  cual  las  municipalidades  no  se  verán
afectadas.

No obstante valorar la creación de una regla que
permita enfrentar el problema de sobredotación del personal proveniente del
sector municipal, consultó por el mecanismo dirimente en caso de diferencias
entre  un  municipio  y  un  servicio  local  de  educación.  Asimismo,  puso  de

24



manifiesto que al 2017, fecha de cálculo del cociente, muchos municipios ya
presentaban sobredotación, por ende, debe buscarse una solución para esas
situaciones.

Por  último,  aludió  a  la  necesidad  de  evitar
también, que personal que actualmente se desempeña en los departamentos
de  administración  de  educación  municipal  sea  traspasado  para  cumplir
funciones de asistente de la educación, en cupos que debieran corresponder
a trabajadores que han ejercido tal función por un período mayor. Lo mismo,
recalcó, para el caso de los asistentes de la educación de establecimientos
regidos por el decreto ley N° 3.166, de 1980, que no pertenecen a la dotación
municipal.

La  Honorable  Senadora  señora  Provoste
también hizo  el  alcance sobre  la  referencia  al  año 2017 para  calcular  el
cociente, considerando que el proceso de traspaso se extenderá hasta el
2025, por lo menos. Tal vez, opinó, se podría establecer como regla para fijar
la fecha de cálculo dos o tres años antes del traspaso.

También mostró dudas sobre el carácter restrictivo
de la norma para aquellos municipios cuyos trabajadores sean traspasados
al final del período, porque en dicho caso, la matrícula efectivamente pueda
haber sufrido un incremento, justificando la contratación de más personal.

El  señor  Subsecretario  de  Educación recordó
que tanto en el estatuto docente como en el estatuto de los asistentes de la
educación se contempló un orden de prelación para ajustes de dotación que
consideran la antigüedad y la procedencia de un establecimiento educacional
de una municipalidad o corporación municipal con sobredotación. De este
modo,  puntualizó,  el  riesgo  de  sobredotación  se  radica  en  el  sector
municipal,  quedando  a  resguardo  el  personal  que  se  desempeña  en  los
establecimientos educacionales regidos por el decreto ley N° 3.166, de 1980.

El  Honorable Senador señor Letelier reconoció
que la norma resuelve la situación relacionada con los trabajadores de los
departamentos de administración de educación municipal, pero no la de los
asistentes que se desempeñan en establecimientos educacionales regidos
por  el  decreto  ley  N°  3.166,  de  1980,  ni  siquiera  se  conoce  si  serán
traspasados.

Por otra parte, valoró la propuesta de la Senadora
señora Provoste sobre modificar el año 2017 como referencia para calcular el
cociente con el que se pretende evitar la sobredotación.

La Honorable Senadora señora Provoste afirmó,
con  relación  a  los  establecimientos  educacionales  de  administración
delegada, que la Ley de Nueva Educación Pública contempla la facultad del
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director ejecutivo del servicio local de educación de renovar el convenio o
eventualmente traspasar el servicio educacional.

El señor Subsecretario de Educación se refirió a
la consulta sobre el mecanismo para resolver posibles diferencias entre los
municipios y los servicios locales de educación, señalando que por razones
fundadas se pueden realizar los ajustes necesarios, en la medida que se
pueda  reconocer  un  cambio  en  las  circunstancias  que  avala  esa
contratación.

Sobre  el  cambio  del  año  2017  como  referencia
para calcular el cociente, planteó que la educación pública es heterogénea,
en  consecuencia  no  es  fácil  establecer  un  sistema  que  cubra  todas  las
hipótesis para evitar la sobredotación, incluso se pensó en un mecanismo de
dotación  óptima,  que  finalmente  se  descartó.  Establecer  una  referencia
móvil,  como  la  planteada  por  la  Senadora  señora  Provoste,  sostuvo,
presenta el inconveniente de que aún no se conoce el calendario íntegro de
los  traspasos  y,  además,  puede  resultar  una  señal  equívoca  para  los
municipios que históricamente han presentado sobredotación.

El Honorable Senador señor Letelier preguntó el
motivo por el que no se consideran para el cálculo del cociente, las horas
totales  de  los  asistentes  de  la  educación  contratados  y  financiados  con
recursos  de  la  subvención  escolar  preferencial  o  de  los  programas  de
integración escolar.

El  señor  Subsecretario  de  Educación indicó
como  razón  el  carácter  transitorio  o  provisional  de  las  contrataciones
financiadas con ambos fondos que, además, apuntan a fines específicos. Lo
anterior, concluyó, no implica que los asistentes de la educación contratados
con cargo a esos recursos no serán traspasados a los servicios locales, solo
se prescinde de ellos para el cálculo del cociente porque el objetivo de evitar
la sobredotación no está relacionada con este personal.

El número 3) fue aprobado por la unanimidad
de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables  Senadores
señoras Provoste y Von Baer, y señores García y Letelier.

Artículo 8

A través de cuatro numerales, modifica la ley N°
20.845, de Inclusión Escolar que regula la admisión de los y las estudiantes,
elimina el financiamiento compartido y prohíbe el lucro en establecimientos
educacionales que reciben aportes del Estado.

Número 1
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Incorpora en el artículo 7° ter, el siguiente literal e),
nuevo:

“e) La condición de hijo o hija de un ex alumno u
alumna  que  haya  cursado  sus  estudios  o  parte  de  los  mismos  en  el
establecimiento.”.

El Honorable Senador señor García recordó que
en la Comisión de Educación y Cultura, donde se abstuvo, se produjo una
interesante  discusión  sobre  las  ideas  matrices  del  proyecto  de  ley,  en
particular, que este número incorporado por una indicación parlamentaria no
guardaba relación con ellas.

El  Honorable  Senador  señor  Letelier aludió  a
una discusión de antiguo cuño sobre el concepto de ideas matrices en leyes
de carácter misceláneo, que por referirse a diversos asuntos no se limita a un
solo objetivo, sino que se extiende, al menos, a todas las áreas temáticas
que se abordan en la iniciativa.

La  Honorable  Senadora  señora  Provoste
complementó,  señalando  que  el  mismo  proyecto  de  ley  abordaba
inicialmente  solo  algunos  temas  y,  mediante  indicación  sustitutiva  del
Ejecutivo, se incorporaron otros asuntos no considerados en la idea matriz
original.  Esto  solo  es  posible,  aseguró,  porque  se  trata  de  una  ley
miscelánea.

Sobre  el  fondo  del  asunto,  solicitó  aprobar  el
nuevo literal porque el proyecto educativo de un establecimiento educacional
dice relación con la identidad de esa comunidad escolar, la que se fortalece
con la incorporación de la calidad de hijo o hija de un exalumno o exalumna
como criterio de prioridad.

El señor Subsecretario de Educación hizo notar
que el Ejecutivo presentó recientemente una iniciativa de ley que perfecciona
el Sistema de Admisión Escolar incorporando criterios de mérito y justicia
(Boletín 12.377-04), lugar donde debiera darse este debate.

Agregó  que  aquel  proyecto  de  ley  propone  la
incorporación de otro orden de prioridad, un 30% de admisión sobre la base
de la concordancia con el proyecto de educativo, donde podrían establecerse
por los establecimientos educacionales criterios como la calidad de hijo o hija
de exalumno o exalumna.

Otro punto relacionado con la materia, prosiguió,
es que un criterio como el establecido en el  literal  nuevo implica destinar
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recursos  para  adecuar  el  sistema  de  admisión,  por  tanto,  estimó  que  la
indicación que lo propuso era inadmisible.

Además,  mencionó  que  solo  se  cuenta  con  la
información necesaria para cumplir con este nuevo criterio desde el año 2008
en adelante, momento en que se inició la validación con el Registro Civil de
los roles únicos tributarios (rut) por el Sistema de Información General de
Estudiantes (SIGE). Planteó que otro mecanismo podría ser el autoreporte o
los que el propio establecimiento pueda considerar.

Finalmente, insistió en el planteamiento realizado
en la Comisión de Educación y Cultura, sobre la falta de relación del nuevo
criterio  de  admisión  con  las  ideas  matrices  de  la  iniciativa  de  ley  que,
finalmente, fuera rechazado por votación de la referida comisión.

La  Subsecretaria  de  Educación  Parvularia,
señora María José Castro, advirtió que, de mantenerse la aprobación del
nuevo literal, se debe precisar el concepto de exalumno, el que, quizás, deba
ser sustituido por egresado.

La  Honorable  Senadora  señora  Von  Baer
manifestó que dificultades como la implementación del  nuevo criterio o la
precisión de su concepto se presentan cuando se analizan indicaciones que
no  guardan  relación  con  las  ideas  matrices  del  proyecto  de  ley.
Independiente de este carácter  inadmisible  y  de la  buena intención de la
medida,  señaló,  el  Ministerio  de  Educación  no  puede  asegurar  su
cumplimiento.

El  Honorable  Senador  señor  García declaró
compartir  la  idea de fondo,  sin  embargo,  anunció su  abstención,  pues la
calidad de exalumno o exalumna no se encuentra definida en la ley; habría
preferido buscar un acuerdo sobre el punto.

El Honorable Senador señor Pizarro declaró que
votará favorablemente, en los mismos términos que viene de la Comisión de
Educación y Cultura, ya que la condición de exalumno es clara: corresponde
a  quien  haya  cursado  los  estudios  o  parte  de  los  mismos  en  el
establecimiento.  En su caso,  graficó,  estudió en el  Liceo de Hombres de
Ovalle  y  egresó  del  Instituto  Barros  Arana,  si  se  mantiene  el  criterio  es
exalumno de ambas instituciones, por el contrario, si se considera solamente
a los egresados, se ajustaría solo a la segunda institución.

El  Honorable  Senador  señor  Quintana señaló
que el criterio establecido por el nuevo literal es justo, objetivo y resalta el
sentimiento  de  pertenencia  a  un  proyecto  educativo.  Aún  así,  manifestó
compartir  la  inquietud  del  Senador  señor  García  sobre  la  definición  del
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concepto  de  exalumno,  la  que  podría  entregarse,  incluso,  al  reglamento
respectivo.

El  Honorable  Senador  señor  Letelier declaró
comprender la dificultad de implementar el criterio de prioridad establecido,
tal vez, se podría agregar una frase que señale que el criterio se aplica a
partir de los datos que actualmente existan.

Anunció  su  voto  favorable,  aun  cuando  se
presenten  dificultades  al  momento  de  aplicar  el  criterio.  Por  este  motivo,
manifestó  entender  que  aquel  tiene  valor  en  tanto  existan  verificadores
oficiales de la calidad de exalumno, porque el autoreporte no es suficiente.

Puesto  en  votación  se  aprobó,  con  una
adecuación  formal,  el  número  1,  por  tres  votos  a  favor  (de  los
Honorables  Senadores  señores  Letelier,  Pizarro  y  Quintana),  y  dos
abstenciones (de los  Honorables Senadores señora Von Baer y señor
García).

- - -

Enseguida,  se  analizó  la  indicación  número  1,
del Honorable Senador señor Letelier, para intercalar el siguiente número
2, nuevo, pasando el actual a ser número 3, y así sucesivamente:

“2)  Incorporar  en  el  artículo  7°  ter,  el  siguiente
literal f), nuevo:

“f) Tener el alumno o alumna domicilio cercano al
establecimiento educacional o en la comuna respectiva.”.”.

El  Honorable Senador señor Letelier se mostró
sorprendido por la falta de valoración de la condición del  alumno de vivir
cerca  del  establecimiento  educacional  en  el  sistema  actual  de  admisión
escolar. En Chile, lamentó, se sobreestimó por mucho tiempo la libertad de
elección, que generó una disociación de las instituciones de educación con la
comunidad  donde  se  encuentran  ubicadas.  Relató  que  en  base  a  su
experiencia  viviendo  en  el  extranjero,  las  personas  estudiaban  donde
residían, racionalizando los desplazamientos y creando comunidad.

La Honorable Senadora señora Von Baer indicó
que en la segunda etapa del proceso de admisión se considera el domicilio
del alumno y manifestó no estar segura que el criterio pueda aplicarse desde
un inicio.

29



El  señor  Subsecretario  de  Educación recordó
nuevamente el  proyecto de ley presentado recientemente por el  Ejecutivo
que perfecciona  el Sistema de Admisión Escolar incorporando criterios de
mérito  y  justicia  (Boletín  12.377-04),  el  que introduce nuevos órdenes de
prioridad.

Llamó la atención sobre la discordancia que existe
entre el rechazo generado en contra de la iniciativa antes mencionada y el
debate sobre el mismo tema – mejoras al sistema de admisión escolar – en
un  proyecto  de  ley  misceláneo  que  busca  solucionar  otros  problemas
relacionados  con  el  sistema  educacional.  De  ahí  la  insistencia  sobre  el
concepto de ideas matrices.

Dicho  eso,  se  refirió  luego  al  fondo  de  la
indicación, señalando que si bien la comuna donde reside el alumno es un
elemento  fácil  de  identificar,  no  lo  es  tanto  el  determinar  la  cercanía  al
recinto.  Asimismo,  sostuvo  que  la  movilidad  del  sistema  escolar  permite
permear  el  alto  nivel  de  segregación  social  territorial  existente  en  Chile.
Todos estos  aspectos  son interesantes  de debatir,  pero  la  propuesta  del
Ejecutivo es que esa discusión se dé en la iniciativa referida inicialmente.

El Honorable Senador señor García compartió la
idea  de  debatir  las  modificaciones  al  sistema  de  admisión  escolar  en  el
proyecto de ley señalado por el señor Subsecretario, ya que es necesario
representarse los inconvenientes prácticos de la implementación de nuevos
criterios,  como  podría  ser  el  uso  de  domicilios  ficticios.  Por  esta  razón,
anunció su abstención.

El  Honorable  Senador  señor  Pizarro señaló
haber  estado convencido  de  que el  domicilio  del  alumno era  uno de los
elementos  considerados  como  prioridad  para  ser  seleccionado  en  un
establecimiento educacional, motivo por el cual apoyará la indicación, pues
declaró preferir contemplar expresamente el criterio mencionado.

El Honorable Senador señor Lagos anunció que
votará favorablemente la indicación, por el mismo motivo expresado por el
Senador  señor  Pizarro,  sin  perjuicio  de  discutir  en  profundidad  el  asunto
cuando se analice el  proyecto  de ley del  Ejecutivo indicado por  el  señor
Subsecretario.

La  indicación  número  1  fue  aprobada,  con
enmiendas  formales,  por  tres  votos  a  favor  (de  los  Honorables
Senadores señores Lagos, Letelier y Pizarro), y dos abstenciones (de
los Honorables Senadores señora Von Baer y señor García).
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El  nuevo  literal  que  incorpora  la  indicación
recién aprobada será incorporado en el número 1), referido al mismo
tema,  como  se  dará  cuenta  oportunamente  en  el  Capítulo  de
Modificaciones.

- - -

Número 2

Eliminar en el literal b) del artículo 7° quinquies, la
frase “, su carácter gratuito”.

El  señor  Subsecretario  de  Educación expuso
que en la actualidad existe un régimen excepcional dentro del sistema de
admisión  escolar  para  establecimientos  con  proyectos  de  alta  exigencia
académica,  donde  uno  de  sus  requisitos  es  que  sean  establecimientos
educacionales gratuitos.

En  la  práctica,  agregó,  varias  instituciones
escolares no cumplen esa exigencia atendido el largo proceso de transición
del  fin  del  financiamiento  compartido.  Con  esta  indicación  se  pretende
ampliar el número de establecimientos que puedan acogerse a la excepción,
objetivo que el Ejecutivo comparte, más allá de cuestiones formales antes
planteadas.

La  Honorable  Senadora  señora  Von  Baer
expresó que en la Comisión de Educación y Cultura votó en contra de esta
norma por haberse incorporado mediante una indicación que consideraba
inadmisible. No obstante, aclaró, ahora votará a favor en razón del acuerdo
manifestado recién por el señor Subsecretario, aun cuando hubiese preferido
la presentación de una indicación del Ejecutivo recogiendo la idea contenida
en la modificación.

El número 2 fue aprobado por la unanimidad
de los miembros de la  Comisión,  Honorables Senadores señora Von
Baer, y señores García, Letelier, Pizarro y Quintana.

Número 3

Por medio de tres literales, introduce enmiendas
en el artículo segundo transitorio (relativo, en general, a la atribución de los
sostenedores  particulares  que  no  estén  organizados  como  una  persona
jurídica sin fines de lucro y que estén percibiendo la subvención del Estado
que regula el decreto con fuerza de ley Nº2, del año 1998, del Ministerio de
Educación, para transferir la calidad de sostenedor a una persona jurídica de
derecho privado sin fines de lucro):
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Letra a)

Intercala  el  siguiente  inciso  segundo  nuevo,
pasando el actual segundo a ser tercero:

“Los  sostenedores  particulares  que  no  estén
organizados como una persona jurídica sin fines de lucro y que, a la fecha de
la presente ley, hayan solicitado transferir  la calidad de sostenedor a una
persona jurídica de derecho privado sin fines de lucro, permanecerán sujetos
a las reglas a las que estaba sometida la entidad antecesora hasta la fecha
en que se verifique el pago de la primera subvención a la entidad sucesora.”.

Letra b)

Agrega, al final del inciso segundo, que ha pasado
a ser tercero, la siguiente oración: “En consecuencia, los actos y contratos
celebrados por la entidad antecesora para el cumplimiento de lo que la ley
vigente a la fecha de su celebración consideraba fines educacionales y que
se encontraban vigentes a la fecha en que se haya presentado la solicitud a
que se refiere el  inciso anterior,  se entenderán celebrados con la entidad
sucesora  en  los  mismos  términos  en  que  fueron  convenidos  por  la
antecesora.”.

Letra c)

Intercala el siguiente inciso cuarto, nuevo:

“Sin embargo, los actos y contratos celebrados por
la entidad antecesora para el cumplimiento de lo que la ley vigente a la fecha
de  su  celebración  consideraba  fines  educacionales  y  que  no  fueren  de
aquellos que pudiere celebrar la entidad sucesora por no corresponder a lo
que la su propia ley reguladora considera fines educacionales expirarán por
el solo ministerio de la ley, cualquiera sea la vigencia que se haya estipulado,
el último día del mes en que se verifique el pago de la primera subvención a
la entidad sucesora.”.

El  señor  Subsecretario  de  Educación expuso
que el objeto es asegurar la continuidad de ciertos contratos celebrados por
sostenedores antes de hacerse efectiva su obligación de transformarse en
persona  jurídica  sin  fines  de  lucro.  Detalló  que  no  significa  que  los
sostenedores  pueden  dejar  de  cumplir  con  dicha  obligación,  sino  que
asegura que los contratos que antes suscribieron, mantienen sus vigencias
tanto en el período de transición hacia una organización sin fines de lucro,
como cuando ya hayan adquirido tal condición jurídica.
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El  Honorable Senador señor Letelier solicitó al
Ejecutivo  precisar  las  reglas  a  que  estaban  sujetos  los  sostenedores
particulares organizados como personas jurídicas con fines de lucro.

El  asesor  del  Ministerio  de  Educación,  señor
Juan Carlos Eyzaguirre, explicó que el nuevo sistema de educación pública
estableció que el momento exacto en que los sostenedores cumplían con la
condición  de  organizarse  como  personas  jurídicas  sin  fines  de  lucro  era
cuando  presentaban la  documentación  respectiva  a  la  secretaría  regional
ministerial correspondiente a su domicilio.

Agregó que la limitada capacidad de las entidades
administrativas  ha  producido  un  retraso  en  la  transformación  de  los
sostenedores, quienes se han visto perjudicados porque las subvenciones
aún se emiten a nombre de la entidad antecesora, persona jurídica con fines
de  lucro.  Lo  anterior,  especificó,  ocasionó  problemas  de  administración
contable y tributaria ante el Servicio de Impuestos Internos.

Por  lo  anterior,  señaló,  la  indicación  tiene  por
objeto señalar que hasta el momento en que el sostenedor sea reconocido
por el Ministerio de Educación, regirán para él todas las normas aplicables a
una organización con fines de lucro, evitando así que se interrumpa el pago.

Puestas en votación las letras a),  b)  y c)  del
número 3, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la
Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer, y señores García,
Letelier, Pizarro y Quintana.

Número 4

Introduce,  por  medio  de  cuatro  literales,
enmiendas al artículo cuarto transitorio (relativo, en general, a la posibilidad
de  que  los  sostenedores  que  usen  el  inmueble  en  que  funcione  el
establecimiento educacional, puedan seguir ocupándolo):

Letra a)

Intercala  el  siguiente  inciso  cuarto,  nuevo,
modificando correlativamente los incisos siguientes:

“Los sostenedores podrán celebrar o continuar con
sus contratos de arrendamiento sobre los locales escolares, sea para cambio
de  dirección,  sea  para  ampliación  de  capacidad,  sea  para  dependencias
anexas. Estos contratos de arrendamiento deberán regularizarse antes del
31 de diciembre del 2019, conforme a lo establecido en la ley N° 21.052.”.
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Fue  eliminada  como  consecuencia  de  la
aprobación de la indicación número 3, como se da cuenta más adelante
en este informe.

Letra b)

Reemplaza, en el número 4° del inciso séptimo, la
frase “por concepto de subvención y aportes del Estado,” por la siguiente:
“por  concepto  de  subvención,  aportes  del  Estado  y  financiamiento
compartido,”.

Letra c)

Agrega,  en  el  inciso  décimo,  después  de  la
expresión “tasación bancaria”, la siguiente frase: “o una tasación efectuada
por un perito tasador o profesional competente”.

Las  letras  b)  y  c)  del  número  4,  fueron
aprobadas  por  la  unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la
Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer, y señores García,
Letelier y Pizarro.

Letra d)

Agrega los siguientes incisos finales:

“Para  el  caso  de  los  sostenedores  que  tengan
contrato  de  arrendamiento  con  cualquier  inversionista  inmobiliario,  estos
podrán requerir de la autorización de la Superintendencia de Educación para
ampliar  dichos  contratos  por  tiempo indefinido,  cuando  el  establecimiento
requiera  hacer  mejoras,  ampliaciones  o  nuevas  construcciones  de
infraestructura cuya finalidad sea adecuar las existentes al   desarrollo del
proyecto educativo, completar o ampliar nuevos cursos y/o niveles, como así
también  instalaciones  deportivas,  administrativa  u  otras  de  apoyo  a  la
gestión.  

El  canon  de  arrendamiento  sobre  los  puntos
anteriormente  señalados  no  podrá  exceder  del  11%  del  costo  de  la
construcción del inmueble dividido en doce mensualidades, lo que podrá ser
fiscalizado  por  la  Superintendencia  de  Educación  en  cualquier  momento.
Para poder acceder a lo establecido en el presente inciso la construcción de
la infraestructura deberá ser llevada a cabo por una sociedad no relacionada
al  sostenedor  ni  a  la  inmobiliaria.  Adicionalmente  estas  condiciones  de
arriendo podrán hacerse extensivas a los contratos de arriendo vigentes con
anterioridad al 31 de diciembre del 2017 en plazos y canon establecido, sin
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perjuicio para el sostenedor organizado como institución sin fines de lucro de
poder  ejercer  cuando  lo  estime  conveniente  la  opción  de  compra  del
inmueble si así lo requiere.

Cuando  el  crecimiento  del  establecimiento
requiera que este opere en más de una ubicación o locación, el sostenedor
podrá pactar por cada locación un contrato de arriendo, el que podrá ser con
cualquier inversionistas o inmobiliaria, si el actual inversionista inmobiliario no
cuenta con los terrenos para el efecto o se ve impedido de hacer las nuevas
inversiones requeridas, este nuevo contrato de arriendo podrá pactarse por
un plazo de hasta 25 años, renovables.

El costo de construcción señalado en este artículo
considerará  el  Costo  de  los  estudios  tales  como  mecánica  de  suelo,
topografía,  impacto vial, impacto ambiental u otros que se requieran para el
desarrollo  del  proyecto,  los costos de  proyectos tales como arquitectura,
ingeniería, mecánica de suelos, eléctrico, iluminación, sanitario, calefacción y
clima, eficiencia energética, gestión de construcción, inspección técnica de
obra entre otros, y el  costo de la construcción y mejoramientos de suelos
propiamente tal, así como también el valor del terreno.”.

La letra d)  fue eliminada como consecuencia
de  la  aprobación  de  la  indicación  número  3,  como  se  da  cuenta  a
continuación.

- - -

Enseguida, se analizó la indicación número 3, de
S.E. el Presidente de la República,  para agregar el  siguiente artículo 9,
nuevo:

“Artículo 9: Los sostenedores de establecimientos
educacionales que perciban la subvención del Estado que regula el decreto
con fuerza de ley N° 2, del año 1998 del Ministerio de Educación, podrán
celebrar  contratos  de  arrendamiento  de  otros  inmuebles  distintos  al  que
funciona  el  establecimiento  educacional,  con  el  objeto  de  aumentar  su
capacidad máxima autorizada, completar nuevos cursos y/o niveles o para
dar continuidad al proyecto educativo. Estos contratos de arrendamiento se
regirán por lo dispuesto en los incisos sexto y siguientes del artículo cuarto
transitorio  de  la  ley  N°  20.845  y  se  deberá  informar  su  celebración  a  la
Superintendencia  de  Educación  dentro  de  los  30  días  siguientes  a  su
otorgamiento.”.

El  señor  Subsecretario  de  Educación expuso
que la ley N° 20.845 obligó a todos los sostenedores de establecimientos
educacionales que reciben aportes del  Estado a ser dueños del  inmueble
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donde  funciona  la  institución.  Sin  embargo,  se  estableció  un  régimen de
transición  para  que  aquellos  sostenedores  que  cumplían  con  los  demás
requisitos pudieran mantener  los contratos  de arrendamiento,  bajo ciertas
exigencias. Con todo, acotó, la excepción no abarcó todas las situaciones,
dejando al margen, por ejemplo, el arrendamiento de locales anexos o de
otros locales necesarios para dar continuidad al proyecto educativo.

Hizo  presente  que  sobre  el  particular,  se
presentaron diversas indicaciones en la Comisión de Educación y Cultura
que  apuntaban  al  mismo  propósito  y  que  dieron  lugar  al  número  4)  del
artículo 8 del presente proyecto de ley.

El Honorable Senador señor Letelier señaló que
la  ley  permite  al  sostenedor  ser  dueño  o  arrendatario,  sin  embargo,  una
situación muy habitual en el período de transición ha sido la celebración de
contratos de promesa de compraventa de los inmuebles, en especial, para la
ampliación de las dependencias del  establecimiento educacional.  De este
modo, estimó que la referencia a los contratos debiera ser más extensa e
inclusiva,  manteniendo el  principio  del  sistema educacional  de  prohibir  el
lucro, de lo contrario, impide a los sostenedores recibir subvención por los
niveles educacionales que funcionan en inmuebles de terceros por medio de
un contrato distinto al arrendamiento.

El  Honorable Senador señor Pizarro manifestó
entender  que  la  indicación  refiere  a  contratos  de  arrendamiento  que  un
sostenedor  celebra  para  contar  con  una  infraestructura  adicional  por
ampliación o para el cumplimiento del servicio educacional.  Esta situación
excepcional, apuntó, es distinta a la compraventa de un inmueble, caso en
que  el  sostenedor  puede  perseguir  fines  de  lucro,  invirtiendo  en  bienes
inmobiliarios. Por este motivo, si se amplía la referencia a otros contratos,
debiera separarse la situación de la compraventa.

Por  otro  lado,  consultó  al  Ejecutivo  cómo  se
resuelve la situación donde un tercero construye un inmueble para arrendarlo
a un sostenedor de un establecimiento educacional.

El  Honorable Senador  señor Quintana declaró
que, independiente del contrato que se celebre, siempre debe conducir al
traspaso del inmueble al sostenedor del establecimiento educacional.

La  Honorable  Senadora  señora  Provoste
planteó que, tal vez, para precisar el tipo de contrato, se podría tener a la
vista la letra i) del artículo 46, de la Ley General de Educación, que señala
que  en  el  evento  que  el  sostenedor  no  sea  propietario  del  local  donde
funciona el establecimiento educacional, deberá acreditar un contrato, sea en
calidad  de  arrendatario,  comodatario  o  titular  de  otro  derecho  sobre  el
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inmueble, de duración no inferior a 5 años e inscrito en el Conservador de
Bienes Raíces respectivo.

Agregó que la situación que se pretende resolver
se complejiza aún más por la falta de financiamiento de los sostenedores que
migraron  a  constituirse  en  instituciones  sin  fines  de  lucro  y  que  no  eran
propietarias  del  inmueble  donde  funciona  el  establecimiento  educacional.
Añadió que otra situación no considerada fue la destrucción o graves daños
sufridos por el inmueble como consecuencia de una catástrofe natural, donde
se requiere con urgencia contar con otro inmueble para dar continuidad al
servicio educacional.

Se mostró de acuerdo en eliminar la letra d) que
se aprobó en la Comisión de Educación y Cultura por presentación de una
indicación de su autoría, si antes el Ejecutivo aclara si la norma autoriza a
adquirir  un  terreno  para  construir  un  nuevo  inmueble  destinado  al
funcionamiento  del  establecimiento  educacional  y  cómo  se  evita  la
celebración de contratos con partes relacionadas.

La Honorable Senadora Von Baer sostuvo que la
situación planteada por el Senador señor Letelier respecto a la promesa de
compraventa de un inmueble también puede darse en régimen permanente.
No obstante, si se debe establecer una regla, señaló preferir la indicación del
Ejecutivo antes que las letras a) y d) del número 4 del artículo 8.

El  Honorable  Senador  señor  García concordó
con  la  Senadora  señora  Provoste  en  que  el  objetivo  es  apoyar
financieramente  a  los  establecimientos  educacionales  para  cumplir  fines
como la ampliación de matrícula.  Recordó un caso en Concepción de un
establecimiento educacional cuya matrícula se ha incrementado, pero que no
puede acceder a créditos por tratarse de una institución nueva, mientras que
la inmobiliaria que antes era dueña del inmueble donde funciona la institución
sí puede acceder a ellos. La situación solo acontecería, afirmó, durante el
período  de  transición  porque  en  régimen  todos  los  inmuebles  serán
adquiridos por la institución sin fines de lucro.

El  señor Subsecretario de Educación, primero,
estuvo de acuerdo con el Senador señor Letelier en que los sostenedores
utilizan diversos instrumentos  jurídicos con el  fin  de  obtener  un inmueble
para el desarrollo del proyecto educativo, no solo el arrendamiento, por ende,
debiera extenderse a otros contratos mediante una mención general.

Segundo, expresó que la indicación se diferencia
de  la  letra  d)  del  número  4  en  que  esta  exige  una  autorización  de  la
Superintendencia de Educación para la celebración de los contratos, en tanto
la indicación solo obliga a informar su otorgamiento, tornando más expedito
el sistema.
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Por  último,  en  relación  con  la  consulta  de  la
Senadora señora Provoste respecto de la prohibición de celebrar contratos
con personas relacionadas, aseguró que dicho asunto ya está resuelto por la
ley N° 20.845.

El  Honorable  Senador  señor  Navarro también
concordó  con  el  problema  de  financiamiento  de  los  sostenedores  antes
planteado  por  los  Senadores  señora  Provoste  y  señor  García.  La  banca
privada,  precisó,  ha  sido  reacia  a  otorgar  créditos  a  fundaciones para  el
desarrollo de segundas etapas de proyectos ya creados, cuyos costos son
elevadísimos.

De  igual  modo,  mencionó  que  la  indicación  del
Ejecutivo eliminó un aspecto sustancial de la excepción contemplada por la
ley N° 20.845, el plazo hasta el que se puede ejercer la opción de compra.
Con el objeto de abordar tal omisión, propuso el siguiente inciso segundo:

“Cuando  el  sostenedor  requiera  cumplir  con  los
objetos  descritos en el  inciso anterior  mediante  la  construcción de nueva
infraestructura,  podrá  celebrar  contratos  de  arrendamientos  de  otros
inmuebles distintos al  que funciona el establecimiento educacional con un
tope de 25 años renovables por una sola vez, caso en el cual el canon de
arrendamiento sobre los nuevos inmuebles no podrá exceder del 11% del
valor total de la construcción y del terreno en el que se emplaza dividido en
12 mensualidades.”.

El  Honorable Senador señor Letelier fue de la
opinión que tanto el canon de arrendamiento y el plazo están regulados en la
actual ley N° 20.845, que regula el nuevo sistema.

El señor Subsecretario de Educación reconoció
que la referencia al costo de construcción no está explícitamente señalado
en la indicación del Ejecutivo, el que podría recogerse, si hubiere consenso.

El Honorable Senador señor Pizarro también fue
partidario  de  incorporar  el  nuevo  inciso  propuesto  por  el  Senador  señor
Navarro, porque resuelve importantes aspectos vinculados al valor total de la
construcción y el terreno. Asimismo, en caso de considerarse una expresión
más general a los contratos que la ley autoriza a celebrar, opinó que, de
todas maneras, debiera establecerse algún tipo de limitación que evitara el
incumplimiento de los objetivos perseguidos por la ley N° 20.845.

La  Honorable  Senadora  señora  Von  Baer
también participó de la idea de agregar el inciso propuesto, pues resuelve
tanto  la  situación  relativa  al  plazo  máximo  de  los  contratos  celebrados
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respecto de otros inmuebles distintos a donde funciona el establecimiento
educacional como el límite del canon.

El  Honorable  Senador  señor  García concordó
con los demás Senadores en incorporar el inciso propuesto, porque el plazo
de 25 años es una exigencia actual de las entidades financieras para otorgar
un crédito y, aunque el 11% debiera corresponder al valor del avalúo fiscal
del inmueble, tampoco se mostró contrario a mencionarlo expresamente.

Por  otra  parte,  solicitó  dejar  constancia  que
cuando el  nuevo inciso segundo se refiere a valor  de la construcción,  se
entiende que comprende el costo de los estudios tales como mecánica de
suelo, topografía, impacto vial, impacto ambiental u otros que se requieran
para  el  desarrollo  del  proyecto,  los  costos  de  proyectos  tales  como
arquitectura, ingeniería, mecánica de suelos, eléctrico, iluminación, sanitario,
calefacción y clima, eficiencia energética, gestión de construcción, inspección
técnica de obra, entre otros, y el costo de la construcción y mejoramientos de
suelos  propiamente  tal,  así  como  también  el  valor  del  terreno;  idea  que
compartieron los demás integrantes de la Comisión.

El  Honorable  Senador  señor  Letelier propuso
aprobar la indicación del Ejecutivo, extendiendo la autorización que otorga a
otros contratos y recogiendo el objeto señalado en la letra a) del número 4.

Asimismo, sugirió incorporar como inciso segundo
la  proposición  del  Senador  señor  Navarro,  ajustado  en  los  términos
aprobados para el inciso primero.

Como  la  indicación  del  Ejecutivo  aborda  las
situaciones  contempladas  en  las  letras  a)  y  d)  del  número  4,  planteó
eliminarlas  por  entenderse  subsumidas  en  aquella,  con  la  constancia
solicitada por el Senador señor García.

Puesta  en  votación  la  indicación  número  3,
resultó  aprobada,  como artículo  12,  nuevo,  del  proyecto de ley,  con
modificaciones,  por  la  unanimidad de los miembros de la  Comisión,
Honorables  Senadores  señora  Von  Baer,  y  señores  García,  Lagos,
Letelier y Pizarro.

Como consecuencia de la votación anterior, se
eliminan las letras a) y d) del número 4 del artículo 8, cuyas ideas fueron
recogidas  por  la  indicación número 3,  en  los términos en que  fuera
aprobada por la Comisión, como se dará cuenta oportunamente en el
Capítulo de Modificaciones.

- - -
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Artículo 9

Introduce,  por  medio  de  seis  numerales,
modificaciones a la ley número 21.109,  que establece un Estatuto de los
Asistentes de la Educación Pública:

- - -

La indicación número 2, del Honorable Senador
señor  Letelier, para  intercalar  el  siguiente  número 4,  nuevo,  pasando el
actual a ser número 5, y así sucesivamente:

“4) Incorporar en el artículo 41, el siguiente inciso
cuarto, nuevo:

“Sin perjuicio de lo  anterior,  se podrá fijar  como
fecha  de  término  de  las  vacaciones  de  verano  de  los  asistentes  de  la
educación, cinco días hábiles previos al inicio del año escolar.”.”.

Por tratarse de la  misma materia,  se analizó en
conjunto con el número 4 del artículo 9, como se da cuenta a continuación.

- - -

Número 4

Añade un artículo 56, nuevo, del siguiente tenor:

“Artículo 56.- Las disposiciones del Párrafo 1° del
Título III de la presente ley se aplicarán a los asistentes de la educación que
prestan servicios en los establecimientos de educación básica, media y pre-
básica, particulares subvencionados conforme al decreto con fuerza de ley
Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación.

La facultad establecida en el  inciso segundo del
artículo  41,  para  estos  casos,  será  ejercida  por  el  director  de  cada
establecimiento educacional.”.

El  señor  Subsecretario  de  Educación recordó
que en su momento hicieron presente el carácter inadmisible de la indicación
que propuso la incorporación del nuevo artículo 56, dado que implica costos
para el sistema educacional subvencionado, que se financia con aportes del
Estado.

El  Honorable  Senador  señor  Letelier declaró
que los derechos laborales nunca se han considerado como un factor de
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costo. El derecho al feriado anual, tema de discusión de la indicación número
2  y  el  artículo  en  debate,  debiera  ser  perfeccionado,  incorporando  a  los
asistentes  de  la  educación  que  se  desempeñan  en  establecimientos
educacionales  particulares  subvencionados  y  en  aquellos  regidos  por  el
decreto ley N° 3.166, de 1980. Asimismo, se debiera compatibilizar el término
del feriado anual de los trabajadores con el inicio del año escolar, precisando
el momento en que están obligados a regresar a sus puestos de trabajo.

Señaló entender que existe voluntad para aprobar
el texto del nuevo artículo 56. Por un lado, el sector municipal ha solicitado
aclaración de la situación de los guardias contratados para resguardar los
recintos  educacionales,  por  otro,  los  establecimientos  particulares
subvencionados  han  requerido  precisión  sobre  la  posibilidad  de  usar  la
subvención estatal para contratar un guardia por el período estival. También
se ha discutido la posibilidad de contratar dicho personal con cargo al Fondo
de  Apoyo  a  la  Educación  Pública  (FAEP).  Esas  situaciones  podrían  ser
resueltas por este artículo, consultando la opinión del Ejecutivo al respecto.

El  Honorable Senador señor Pizarro valoró que
se  extienda  el  derecho  al  feriado  anual  a  trabajadores  de  otros
establecimientos educacionales y fijar una fecha de regreso antes del inicio
del año escolar, el punto es con qué recursos asumirá el sector municipal el
costo adicional para el reemplazo del personal en vacaciones, por ejemplo,
para  sustituir  al  que  cumple  funciones  de  mantención.  Otro  asunto  en
discordia es el período de vacaciones que corresponde a cada trabajador, el
que se ha interpretado de distintas maneras tanto por servicios locales de
educación como por municipios.

El  señor  Subsecretario  de  Educación explicó
que un tema es cómo abordar el feriado aprobado para el sector municipal
en  la  ley  N°  21.126,  que  otorgó  reajuste  de  remuneraciones  a  los
trabajadores del  sector público para el  año 2019 y,  otro,  la extensión del
derecho al feriado anual para trabajadores de establecimientos particulares
subvencionados, asunto regulado por este artículo. Esto último, insistió, tiene
un impacto financiero sobre los sostenedores, razón por la que consideraban
inadmisible  la  indicación  que  propuso  su  aprobación,  además,  de  la
necesidad de resolver con cargo a qué recursos se asume ese mayor costo.

Opinó  que  los  establecimientos  educacionales
particulares subvencionados pueden usar la subvención estatal para pagar la
remuneración del personal de reemplazo. El problema, advirtió, es otro: no
existen recursos en el  sistema educacional  para soportar el  mayor gasto,
junto  con  señalar  que  los  otros  fondos,  como  el  FAEP,  no  pueden  ser
destinados a este objeto.
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La  Honorable  Senadora  señora  Von  Baer
recordó que los municipios han planteado que la extensión del feriado anual
a los asistentes de la educación sí genera mayores costos.

Planteó  la  necesidad  de  distinguir  entre  los
trabajadores  que  cumplen  labores  pedagógicas,  es  decir,  que  están  en
permanente  contacto  con  los  alumnos,  y  aquellos  que  desempeñan
funciones administrativas o de mantención, quienes gozan del feriado anual
al igual que cualquier otro trabajador del sector público o privado.

El  Honorable  Senador  señor  Letelier hizo
presente  que  en  la  Comisión  de  Trabajo  y  Previsión  Social  recibieron  al
Presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades, quien señaló que el
problema no era de costo,  sino de imputación del  gasto,  es decir,  a qué
fondo  o  instrumento  se  puede  cargar  el  posible  costo  adicional  de  los
trabajadores  de  reemplazo,  porque,  a  diferencia  de  otros  períodos,
actualmente cuentan con recursos.

Luego se refirió al inciso segundo del artículo 56,
proponiendo  que  para  aquellos  asistentes  de  la  educación  que  sean
convocados durante los meses de verano a cumplir labores esenciales sean
compensados durante el resto del año por los días trabajados. Hoy, aseveró,
es una situación que en los hechos se da, mediante un sistema de turnos.

Finalmente, reiteró la necesidad de fijar una fecha
de regreso de los asistentes de la educación antes del inicio del año escolar,
para cumplir labores propias del período.

El  Honorable  Senador  señor Navarro puso de
manifiesto que el tema de las vacaciones de los asistentes de la educación
ha sido siempre controversial,  ya que más de alguna vez se les obliga a
realizar tareas en verano que no son propias de su función y,  en ciertos
casos, de alto riesgo. Por ello, previno, se deben especificar claramente las
labores esenciales para las que pueden ser convocados.

El  Honorable Senador señor García estimó que
la proposición de compensar los días trabajados en el período estival facilita
la  administración  de  los  recursos.  Es  necesario,  justificó,  resguardar  los
recintos educacionales en dicho período y, para ese evento, la mejor opción
es  que  sea  el  trabajador  que  regularmente  cumple  esa  función,  con  la
compensación antes señalada.

El  señor  Subsecretario de Educación observó
que  con  las  distintas  modificaciones  al  sistema  educacional,  actualmente
existen  tres  regímenes  que  regulan  el  derecho  al  feriado  anual  de  los
asistentes de la educación. En relación al sector municipal, reparó que, como
se eliminó la facultad de convocar a los trabajadores a desarrollar labores
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esenciales,  todos  tienen  derecho  a  vacaciones  en  enero  y  febrero,  por
consiguiente, si  se les convoca a realizar algún tipo de función se podría
incurrir en una infracción. Por este motivo, estuvo de acuerdo en considerar
establecer  para  los  asistentes  de  la  educación  del  sector  municipal  la
facultad de convocarlos, previo acuerdo con el trabajador, a realizar labores
esenciales.

Por  último,  aludió  a  una  situación  especial
relacionada  con  los  textos  escolares,  estos  llegan  a  los  establecimientos
educacionales a partir del 21 de enero, por lo que se debe asegurar que el
material escolar pueda ser recibido.

El  Honorable  Senador  señor  Letelier resumió,
entonces, que la regla general sería homologar el período de vacaciones de
enero y febrero para todos los asistentes de la educación, independiente del
régimen que regula su situación laboral. Para este fin, propuso agregar a los
establecimientos  regidos  por  el  decreto  ley  N°  3.166,  de  1980,  al  inciso
primero o en un inciso segundo, nuevo, del artículo 56.

Asimismo, sugirió establecer la facultad para que
los  municipios  o  corporaciones  convoquen  a  sus  trabajadores  a  realizar
labores esenciales, así todo el sistema funcionaría de la misma manera. En
el caso de los establecimientos particulares subvencionados y aquellos de
administración  delegada,  dicha  facultad  la  ejercería  el  director  del
establecimiento.

Igualmente,  cualquiera  sea  el  régimen  laboral,
planteó  considerar  un  derecho  de  compensación  de  los  asistentes  de  la
educación  por  los  días  trabajados  en  el  período  estival  a  que  fueron
convocados.  Del  mismo modo,  propuso  contemplar  la  facultad  de  fijar  la
fecha de regreso de los asistentes de la educación antes del inicio del año
escolar, independiente también del régimen laboral.

Tales derechos, indicó, pueden ser considerados
en el actual artículo 41, en un nuevo artículo 41 bis, en el nuevo artículo 56,
en el artículo cuarto transitorio o en nuevo artículo transitorio, como resulte
más preciso.

El señor Subsecretario de Educación hizo notar
que no todo puede establecerse en el artículo 41, ya que no rige para los
establecimientos educacionales particulares subvencionados.

La  indicación  número  2,  junto  a  otras
enmiendas al sistema de feriado, fueron aprobadas por la unanimidad
de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables  Senadores
señores García, Lagos, Letelier y Pizarro, con la redacción que se indica
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en  el  número  4,  nuevo,  del  que  se  da  cuenta  en  el  Capítulos  de
Modificaciones.

Puesto  en  votación  el  inciso  primero  del
artículo  56  del  número  4,  que  pasó  a  ser  5,  fue  aprobado,  con
modificaciones,  por  la  unanimidad de los miembros de la  Comisión,
Honorables  Senadores  señora  Von  Baer,  y  señores  García,  Lagos,
Letelier y Pizarro.

Finalmente,  se  incorporó  al  artículo  56  un
inciso segundo, nuevo, que resultó aprobado por la unanimidad de los
miembros presentes de la  Comisión,  Honorables  Senadores  señores
García, Lagos, Letelier y Pizarro.

Número 5

Suprime  el  inciso  segundo  del  artículo  tercero
transitorio (relativo a la época en que será aplicable el nuevo estatuto a los
asistentes de la educación que sean traspasados a los servicios locales de
educación).

Puesto en votación el número 5, que pasó a ser
6,  fue aprobado por la  unanimidad de los miembros presentes de la
Comisión,  Honorables  Senadores  señores  García,  Lagos,  Letelier  y
Pizarro.

Número 6

Agrega el  siguiente inciso final  al  artículo  cuarto
transitorio  (que,  en  términos  generales,  se  refiere  a  la  época  en  que
comienzan a regir las disposiciones de la ley):

“En el caso de los establecimientos educacionales
regidos por el decreto ley Nº 3.166, de 1980, las disposiciones de la presente
ley comenzarán a aplicarse al  personal  asistente de la educación que en
ellos  se  desempeña,  a  partir  de  la  fecha  en  que  los  establecimientos
educacionales que correspondan a su territorio sean traspasados al Servicio
Local de Educación Pública, con excepción de las normas señaladas en el
inciso anterior, que se les aplicarán cuando correspondan.”.

Como  consecuencia  de  la  discusión  del
número  4  de  este  artículo,  que  pasó a  ser  5,  la  Comisión  introdujo
enmiendas, que se señalarán en su oportunidad, a este número 6, que
pasó a ser 7.
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Lo anterior, por la unanimidad de los miembros
presentes  de  la  Comisión,  Honorables  Senadores  señores  García,
Lagos, Letelier y Pizarro.

Artículo 10

Este artículo reemplaza, en el artículo único de la
ley Nº 19.648, que otorga titularidad en el cargo a profesores contratados a
plazo fijo por más de tres años, el guarismo “2014” por “2018”.

El  señor  Subsecretario de Educación expresó
que, a su juicio, la indicación que introdujo este artículo en la Comisión de
Educación y Cultura era inadmisible por cuanto otorgar la titularidad a un
número indeterminado de trabajadores a contrata implica costos para los
sostenedores.

El  Honorable  Senador  señor  García también
consideró inadmisible la indicación aprobada que dio cuenta de este artículo,
razón por la que se abstuvo en la Comisión de Educación y Cultura.

Es  una  proposición  bien  intencionada,  no
obstante,su concreción también acarrea ciertas injusticias. La ley N° 19.648
otorgó este beneficio a los profesores a contrata, por tanto, quienes eran
titulares, aunque fuere por menos horas, no accedieron a la titularidad por el
total de horas. Así, graficó, un profesor titular contratado antes de 2014 por
30 horas, pero en calidad de contrata por 14, mantenía su condición de titular
solo  por  las  30  horas.  En  cambio,  un  profesor  a  contrata  por  44  horas
ingresado después del 2014 pasó a ser titular por el total de horas.

Además,  señaló,  muchos  alcaldes  manifestaron
sus quejas por el  mayor costo que implicó la medida, representando una
dificultad  adicional  en  la  administración  de  los  establecimientos
educacionales. No está en su ánimo el no reconocer derechos, aseguró, sin
embargo, la medida irroga gastos adicionales para los municipios, que no
fueron considerados.

El Honorable Senador señor Pizarro declaró no
observar el inconveniente si solo se trata de modificar el año para ejecer el
derecho, con el fin de otorgar la oportunidad a otros profesores.

El  Honorable Senador señor Letelier consideró
atendible  la  inquietud  del  Senador  señor  García.  Para  el  caso,  propuso
establecer que para aquellos profesores con titularidad en el cargo previo a
la ley N° 19.648, tendrán la titularidad sobre la totalidad de las horas que
ejercen.
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Recordó,  por  otro  lado,  que  la  admisibilidad  se
discutió  cuando  se  trató  el  proyecto  de  ley  que  otorgó  este  derecho,
sentando  un  criterio  al  respecto.  El  punto  es  si  la  estabilidad  laboral  se
considera un beneficio o un derecho.

El problema, a su juicio, es si existe sobredotación
de  docentes  en  los  municipios,  los  que  deberían  haber  desvinculado  al
personal en exceso mediante el plan comunal de educación. Esta medida,
puntualizó, obliga a los municipios a actuar responsablemente.

El  Honorable  Senador  señor  Lagos manifestó
dudas sobre su admisibilidad, independiente de la voluntad de aprobar este
artículo. Declaró haber defendido siempre los derechos de los trabajadores,
no obstante, el sistema político establece limitaciones mínimas que se deben
respetar.  Afirmó que modificar la calidad jurídica de un contrato afecta la
administración  del  Estado,  independiente  que  su  admisibilidad  haya  sido
votada.

El  Honorable  Senador  señor  Navarro fue  del
parecer  que  el  Senado  ya  se  pronunció  sobre  la  admisibilidad  de  una
indicación de esta naturaleza. La verdadera discriminación, sostuvo, es que
a  partir  del  2015  los  profesores  a  contrata  no  tienen  el  mismo  trato,
solucionando este proyecto de ley el problema con la extensión del beneficio
a todos.

Consultada  la  Secretaría  opinó  que  si  implica
otros beneficios sería inadmisible.

El  señor  Subsecretario  de  Educación agregó
que la discusión no es solo si se trata de un beneficio o un derecho, sino
como se accede a un cargo titular. En el caso del sector público, la regla es
por concurso público, y alterar la forma en que se accede al cargo es de
iniciativa exclusiva del Presidente de la República.

El Honorable Senador señor Pizarro anunció su
abstención,  en  atención  a  las  dudas  sobre  la  admisibilidad  expresadas
anteriormente.

Puesto en votación el artículo 10, se pronunció
a favor el Honorable Senador señor Letelier. En tanto, los Honorables
Senadores señores García, Lagos y Pizarro se abstuvieron.

Repetida  la  votación,  de  conformidad  con  el
artículo 178 del Reglamento del Senado, se produjo idéntico resultado,
por tanto, el artículo 10 se dio por aprobado por la unanimidad de los
miembros presentes de la Comisión consignados anteriormente.
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Artículo 12

Prescribe que el mayor gasto fiscal que represente
la aplicación de la ley que el presente proyecto propone, durante su primer
año  presupuestario  de  vigencia,  se  financiará  con  reasignaciones
presupuestarias  del  Ministerio  de  Educación.  En  los  años  siguientes,  en
tanto, se estará a lo que considere la Ley de Presupuestos respectiva.

Fue  aprobado,  como  artículo  14,  por  la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores señores García, Lagos, Letelier y Pizarro.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero

Es del siguiente tenor:

Artículo  primero.-  Los  profesionales  de  la
educación que hubieren cumplido la edad legal para jubilar podrán ejercer el
derecho a opción establecido en el  artículo quinto transitorio de la ley N°
20.903, en la misma forma establecida para aquellos docentes a quienes les
falten diez o menos años para la edad de jubilación.

En el  caso de los docentes del  sector municipal
que hayan comenzado a regirse por lo dispuesto en el Título III del decreto
con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, y que al 31 de
julio  de  2017,  hubieren  cumplido  la  edad  legal  para  jubilar,  el  derecho
señalado en el inciso anterior podrá ser ejercido dentro de los treinta días
hábiles siguientes a la publicación de esta ley.

Con todo, se entenderán ajustados a derecho los
pagos de remuneraciones y emolumentos efectuados a los profesionales de
la educación que ejerzan la opción referida en el inciso anterior, durante el
período en que se hubieren regido por el Sistema de Desarrollo Profesional
Docente establecido en el Título III del decreto con fuerza de ley N° 1, de
1996,  del  Ministerio  de  Educación,  respecto  de  las  remuneraciones  y
emolumentos que les hubiere correspondido percibir.”.

Cabe señalar que el artículo quinto transitorio de la
ley N° 20.903 otorga a los profesionales de la educación a quienes les falten
diez o menos años para la edad legal de jubilación, la opción de no regirse
por las normas del Título III del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del
Ministerio de Educación. En tal  caso, mantendrán su última remuneración
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mensual devengada, la que se reajustará en el  mismo porcentaje y en la
misma oportunidad que las remuneraciones del sector público.

El  Honorable  Senador  señor  Letelier hizo
presente que se debiera contemplar una norma que establezca el carácter
hereditario  de  los  derechos  concedidos  por  incentivo  al  retiro  desde  el
momento  que  se  postula  al  beneficio,  tal  como  se  reconoció  a  los
funcionarios municipales.

La  abogada  del  Ministerio  de  Educación,
señora Carla Rivera,  afirmó que tanto los bonos de incentivo al retiro de
docentes  como  de  asistentes  de  la  educación  son  heredables.  La  única
exigencia es haber postulado y cumplir los requisitos para ser beneficiario,
interpretación establecida por la Contraloría General de la República.

El Honorable Senador señor García observó que
el inconveniente se presenta con la exigencia de la ley de estar trabajando
para recibir  el  pago de la  bonificación,  el  que por  razones de burocracia
administrativa se retarda más de lo debido. Sería conveniente, apuntó, invitar
al Director Presupuestos, con el objeto de buscar una solución general para
todos los funcionarios a quienes se les ha otorgado un bono por incentivo al
retiro voluntario.

El  Honorable  Senador  señor  Letelier declaró
que las personas pueden retirarse existiendo resolución, sin necesidad de
esperar el pago. Es una opción del trabajador, igual que en el caso de los
funcionarios  municipales.  Insistió  en  la  necesidad  de  revisar  el  carácter
hereditario del bono, estableciéndolo desde la fecha de postulación.

El señor Subsecretario de Educación hizo notar
que, estando de acuerdo con el planteamiento del Senador señor García, el
trámite no es idéntico al de los funcionarios municipales.

El  Honorable  Senador  señor  Letelier propuso
aprobar el artículo primero transitorio, en los términos despachados por la
Comisión de Educación y Cultura.

Por otra parte, sugirió a los demás integrantes de
la Comisión considerar un artículo permanente, nuevo, que modifique la ley
N° 20.964, que concedió un bono de incentivo al retiro de los asistentes de la
educación,  que asimile  el  procedimiento  establecido para  los  funcionarios
municipales para acceder a dicho beneficio, en especial, en lo referido a la
facultad del funcionario de solicitar que se ponga término a la relación laboral
por  causas  justificadas,  desde  el  momento  en  que  se  le  notifique  la
resolución que lo determine como beneficiario. 
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Puesto  en  votación  el  artículo  primero
transitorio, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes
de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos, Letelier
y Pizarro.

Enseguida, se puso en votación la proposición
del  Senador  señor  Letelier,  que  resultó  aprobada  por  la  misma
unanimidad anterior, como un artículo 13, nuevo, que modifica la ley N°
20.964,  en  los  términos  en  que  se  dará  cuenta  en  el  Capítulo  de
Modificaciones.

Artículo  segundo.-  Los  profesionales  de  la
educación que rindieron durante el año 2015 la evaluación de desempeño
profesional docente establecida en el artículo 70 del decreto con fuerza de
ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, y su desempeño en dicha
evaluación haya sido calificado como destacado o competente, podrán rendir
durante el  año 2018, en la fecha que fije el  calendario que establezca la
Agencia  de  la  Calidad  de  la  Educación,  la  prueba  de  conocimientos
pedagógicos y disciplinarios establecida en el artículo 19 K del mismo cuerpo
legal.

Una vez rendido dicho instrumento, para efectos
de  su  reconocimiento  en  un  tramo  de  desarrollo  profesional  docente  se
considerarán los resultados obtenidos por los profesionales de la educación
en la  evaluación  de conocimientos  específicos  y  pedagógicos que rindan
durante el año 2018, y los resultados obtenidos en el instrumento portafolio
utilizado en el  proceso de asignación de tramos de desarrollo profesional
docente,  dispuesto  en el  párrafo  2°  transitorio  de  la  ley  N°  20.903.  Este
proceso producirá sus efectos legales a partir del 1 de julio del año 2019.

Con  todo,  estos  profesionales  de  la  educación
deberán o podrán rendir nuevamente, de acuerdo con el tramo profesional en
que  se  encuentren,  los  instrumentos  del  proceso  de  reconocimiento  del
desarrollo profesional docente, establecidos en el artículo 19 K del decreto
con fuerza con de ley con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de
Educación, transcurridos cuatro años contados a partir del año 2018.

En  caso  de  que  estos  profesionales  de  la
educación opten por  no ejercer  el  derecho que se establece en el  inciso
primero, no les será aplicable lo dispuesto del artículo 19 P del decreto con
fuerza de ley señalado.”.

El señor Subsecretario de Educación refirió que
al  adelantar  la  evaluación,  los  profesores  tenían  derecho  a  acceder  a  la
asignación variable por desempeño individual (AVDI), a la que se accede por
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una evaluación específica. Dadas las modificaciones a la carrera docente, el
AVDI se reemplazó por la carrera general.

Agregó que inicialmente se había planteado que
un grupo específico de docentes que tenían derecho a dar el examen para
acceder  al  AVDI,  pudieran  rendirlo.  No  obstante,  por  la  demora  en  la
tramitación del  presente proyecto de ley, ya no tiene sentido, puesto que
todos los docentes deberán evaluarse el 2019. Incluso, acotó, de aprobarse
el artículo podría generar una distorsión.

El  Honorable Senador señor Letelier manifestó
entender lo sucedido con el examen para acceder a la asignación especial
por desempeño, razón por la que sugirió rechazarlo.

Puesto  en  votación  el  artículo  segundo
transitorio, fue rechazado por la unanimidad de los miembros presentes
de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos, Letelier
y Pizarro.

- - -

INFORME FINANCIERO

La Dirección de Presupuestos emitió una serie de
informes financieros en relación con el proyecto de ley.

-  El  primero  de  ellos,  N°31,  de  6  de  marzo  de
2018, es del siguiente tenor:

“I. Antecedentes

El  presente  Proyecto  de  Ley  modifica  diversas
materias  relacionadas  con  la  normativa  relativa  a  Docentes,  la  Ley  de
Aseguramiento  de la  Calidad,  la  Ley que Crea el  Sistema de Educación
Pública, la Ley de Subvenciones, entre otras materias.

II. Descripción del contenido

1.  Modificaciones  a  la  normativa  relativa  a
Docentes

Se efectúan diversas modificaciones al articulado
transitorio  de  la  ley  N°20.903,  al  Estatuto  Docente  y  al  Plan  de  Retiro
Voluntario para Docentes, en que cabe destacar:

-  Se  permite  a  la  Superintendencia  autorizar  la
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eximición del cumplimiento de los requisitos de proporción mínima de horas
no lectivas a establecimientos uni bi o tri docentes u otros establecimientos
en que no sea factible cumplir con estos, en transición y en régimen.

-  Se  reconoce  en  tramo  avanzado  a  los
profesionales de la  educación que al  1  de julio  de 2018 se desempeñen
como Directores o jefes de Educación de las Corporaciones Municipales.

- Se permite a profesionales de la educación que
estén en tramo de acceso o no hayan sido designados a un tramo, y cuenten
con experiencia en los respectivos cargos, para postular en concursos para
jefes DAEM, directores y directivos del sector municipal.

-  Se  exime  a  docentes  calificados  en  tramo
experto I y experto II de la evaluación docente.

- Se permite a docentes que ya cumplieron la edad
legal de jubilar y que no tuvieron la opción de renunciar a la carrera docente,
ejercer este derecho.

- Se permite rendir anticipadamente la evaluación
de conocimientos específicos y pedagógicos a docentes que realizaron su
Evaluación de Desempeño Docente el año 2015, y que, obteniendo buenos
resultados, se vieron imposibilitados de rendir la prueba que daba derecha a
la Asignación Variable de Desempeño Individual (AVDI) por haber sido esta
derogada por la ley N° 20.903.

-  Se hacen expresamente aplicables las normas
de la ley N° 20.822 a la prórroga al Plan de Retiro Voluntario para Docentes
establecida por la ley NO 20.976.

2.  Modificaciones  a  la  Ley  de  Sistema  de
Aseguramiento de la Calidad

- Se efectúan modificaciones al procedimiento de
ordenamiento de establecimientos educacionales por parte de la Agencia de
la Calidad de la Educación, considerando una metodología especial para la
caracterización de establecimientos de menor tamaño.

-  Se  establece  un  procedimiento  de  apoyo  y
mejora  para  establecimientos  educacionales  con  desempeño  insuficiente,
estableciendo en lo posible la revocación de su reconocimiento oficial como
medida de última alternativa.

-  Se  perfecciona  la  figura  del  administrador
provisional, otorgándole facultades de solucionar obligaciones anteriores a su
nombramiento,  generadas  por  el  sostenedor;  pactar  con  instituciones
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públicas y/o privadas para el  logro de sus objetivos y generar fuentes de
financiamiento; modificar el plazo de sus funciones desde el término del año
escolar  (diciembre)  a  febrero  del  año  siguiente  (año  laboral  docente),
buscando con ello la seguridad en el pago de las obligaciones laborales y
previsionales del personal; entre otras facultades. Se establece también que
los  honorarios  del  administrador  provisional  serán  pagados  con  cargo  al
presupuesto de la Superintendencia de Educación.

3. Modificaciones a la Ley de Subvenciones

-  Se  garantiza  una  subvención  mínima para  las
escuelas  cárceles,  aquellas  emplazadas  en  recintos  hospitalarias  o
dependientes del Servicio Nacional de Menores, y aulas hospitalarias.

4. Modificaciones a la Ley de Reajuste 2018

-  Se  precisa  el  texto  de  la  ley  N°  21.050,  de
reajuste del sector público, de manera de asegurar el pago de los beneficios
contemplados  en  ésta,  para  los  trabajadores  de  establecimientos
educacionales que sean traspasados durante el  año 2018 a los Servicios
Locales de Educación Pública.

5.  Modificaciones  a  la  Ley  de  Sistema  de
Educación Pública

-  Se  establece  que  las  remuneraciones  del
personal establecidas en el decreto alcaldicio previo al traspaso del servicio
educativo, establecido en el artículo vigésimo primero transitorio de la Ley N°
21.040, serán las consideradas para dicho personal al momento del traspaso
del servicio educativo, en lo que respecta la protección de sus derechos.
6. Regulaciones Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo

6.  Regulaciones  Entidades  Pedagógicas  y
Técnicas de Apoyo

-  Se  otorga  un  mecanismo  que  otorgue
continuidad en su historial  y  registro a aquellas Entidades Pedagógicas y
Técnicas de Apoyo que se ajusten al requisito de estar constituidas como
personas jurídicas sin fines de lucro.

III.  Efecto  del  Proyecto  sobre  el  Presupuesto
Fiscal

Las modificaciones propuestas por este proyecto
de ley que representan mayor gasto fiscal son las siguientes:
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Este  mayor  gasto  fiscal  se  financiará  con
reasignaciones  presupuestarias  del  Ministerio  de  Educación,  durante  el
primer año presupuestario de vigencia de esta ley. En los años siguientes se
estará a lo que considere la Ley de Presupuestos respectiva.”.

-  El  segundo informe financiero, N° 58, de 9 de
mayo de 2018, que fue presentado acompañando indicaciones presentadas
por el Ejecutivo, indica lo siguiente:

“I. Antecedentes

Las  presentes  Indicaciones  (N°  15-366)  realizan
modificaciones al  Proyecto de Ley antes citado,  en materias relacionadas
con el Sistema de Desarrollo Profesional Docente, la Ley de Subvenciones y
la Ley de Aseguramiento de la Calidad, agregando además modificaciones a
la Ley de Inclusión Escolar.

II. Descripción del contenido

1.  Modificaciones  a  la  normativa  relativa  al
Sistema de Desarrollo Profesional Docente.

En  relación  a  las  actuales  modificaciones  del
Proyecto de Ley en esta materia:

- Se realizan precisiones al artículo que reconoce
en tramo avanzado a los profesionales de la educación que al 1 de julio de
2018  se  desempeñen  como  Directores  o  jefes  de  Educación  de  las
Corporaciones Municipales.

- Se elimina la facultad de rendir anticipadamente
la evaluación de conocimientos específicos y pedagógicos a docentes que
realizaron  su  Evaluación  de  Desempeño  Docente  el  año  2015,  y  que,
obteniendo buenos resultados, se vieron imposibilitados de rendir la prueba
que daba derecho a la Asignación Variable de Desempeño Individual (AVDI)
por haber sido esta derogada por la ley N° 20.903.
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2.  Modificaciones  a  la  Ley  de  Sistema  de
Aseguramiento de la Calidad.

- Se elimina la restricción de difundir los resultados
de  mediciones  sólo  en  cifras  agregadas  a  niveles  nacional,  regional  o
comunal.

- Se elimina la extensión del  plazo desde 4 a 8
años para que los establecimientos educacionales superen la categoría de
Desempeño Insuficiente y otros alcances relacionados con el mecanismo de
cierre de dichas escuelas.

- Se elimina la norma que imputaba el gasto de los
honorarios del administrador provisional exclusivamente al presupuesto de la
Superintendencia de Educación.

3. Modificaciones a la Ley de Subvenciones.

-  Se  elimina  la  modificación  que  otorgaba  una
subvención  mínima  para  las  escuelas  cárceles,  aquellas  emplazadas  en
recintos hospitalarios o dependientes del Servicio Nacional de Menores, y
aulas hospitalarias.

4. Modificaciones a la Ley de Inclusión Escolar.

Se realizan modificaciones a la Ley N° 20.845, de
Inclusión Escolar, la que a su vez modifica la Ley N° 20.248, de Subvención
Escolar Preferencial, en el siguiente sentido:

- Se establece que las personas naturales están
habilitadas  para  prestar  apoyo  técnico  pedagógico  a  los  establecimientos
educacionales en lo concerniente a la elaboración e implementación del Plan
de Mejoramiento Educativo (PME), adicionalmente a las personas jurídicas
sin fines de lucro.

- Se extiende el plazo de 3 a 4 años para que las
entidades que prestan apoyo técnico  pedagógico  pasen a  cumplir  con el
requisito anterior.

III.  Efecto  del  Proyecto  sobre  el  Presupuesto
Fiscal

Dentro de las modificaciones propuestas en estas
Indicaciones,  las  siguientes  representan  impactos  fiscales  en  relación  al
Informe Financiero N° 31 del 6 de marzo de 2018:
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- Se reduce el mayor costo asociado al anticipo de
la prueba de conocimiento de docentes, el cual totalizaba $ 3.152.300 miles.
Cabe destacar que el mayor costo se originaba por el adelantamiento de la
prueba de conocimientos para estos Docentes, lo que ocurrirá a contar del
año 2019, entrando a partir de ese año en el mayor gasto en régimen ya
contemplado en el Informe Financiero que acompañó la Ley del Sistema de
Desarrollo Profesional Docente.

-  Se  reduce  el  mayor  costo  asociado  a  la
imputación del pago de honorarios de los administradores provisionales, el
cual en régimen alcanzaba los $ 100.000 miles.

-  Se  reduce  el  mayor  costo  asociado  a  la
subvención  mínima  para  las  escuelas  cárceles,  aquellas  emplazadas  en
recintos hospitalarios o dependientes del Servicio Nacional de Menores, y
aulas hospitalarias.

-  Se  ajustan  las  cifras  relacionadas  con  la
asimilación  de  los  Directores  de  Corporaciones  Municipales  al  tramo
avanzado, de acuerdo a Información actualizada provista por Mineduc.

Se concluye por lo tanto que la única modificación que irrogará un mayor
gasto fiscal corresponde a la asimilación de los Directores de Corporaciones
Municipales al tramo avanzado.

Miles de $ de 2018

Año 1 (*) Año 2 Régimen

Mayores  remuneraciones  de
Directores  de  Corporaciones
Municipales  asimilados  a  tramo

64.659 129.317 129.317

(*) Para el Año 1 se asume la mitad del costo asociado al Año completo

Este  mayor  gasto  fiscal  se  financiará  con
reasignaciones  presupuestarias  del  Ministerio  de  Educación,  durante  el
primer año presupuestario de vigencia de esta ley. En los años siguientes se
estará a lo que considere la Ley de Presupuestos respectiva.”.

- Por su parte, el tercer informe financiero, N° 90,
de 26 de junio de 2018, también fue presentado a raíz de una indicación del
Ejecutivo. Es del siguiente tenor: 

“I. Antecedentes

La presente Indicación tiene por objetivo ampliar el
plazo hasta el 31 de diciembre de 2022 para que los establecimientos que
imparten educación parvularia den cumplimiento a los requisitos establecidos
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en  la  Ley  N°  20.529  para  la  obtención  del  reconocimiento  oficial.
Adicionalmente,  se  agrega  un  artículo  nuevo  que  busca  regular  el
financiamiento  de  las  remuneraciones,  asignaciones,  indemnizaciones  y
otros beneficios avaluadles en dinero de los asistentes de la educación que
serán  traspasados  desde  los  Municipios  o  Corporaciones  a  los  Servicios
Locales de Educación (SLE).

II. Descripción del contenido

1. Modificaciones a la Ley que crea el Sistema
de Aseguramiento de la Calidad.

Se modifica el artículo decimoquinto transitorio de
la ley N° 20.529, que crea el Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la
Educación Parvularia, Básica y Media y su Fiscalización, el cual refiere al
plazo  de  los  establecimientos  de  educación  parvularia  para  obtener  el
reconocimiento oficial. La Ley vigente otorga un plazo de ocho años a contar
de la entrada en vigencia de la misma, mientras que la presente indicación
busca ampliar la fecha hasta el 31 de diciembre de 2022.

2. Modificaciones a la Ley que crea el Sistema
de Educación Pública.

Se establece  que,  durante  cinco  años  contados
desde el traspaso del servicio educacional, serán de cargo de los SLE única
y  exclusivamente  las  remuneraciones,  Indemnizaciones,  asignaciones  y
demás beneficios avaluables en dinero de un número máximo de asistentes
de  la  educación  que  se  traspasen.  Por  su  parte,  los  Municipios  o
Corporaciones, durante el mismo periodo referido anteriormente, financiará
las  remuneraciones,  asignaciones,  indemnizaciones  y  demás  beneficios
avaluables en dinero correspondientes a aquellos asistentes de la educación
que excedan este número máximo.

Dicho número máximo se determinará para cada
comuna y considerará para su cálculo, un cociente dividiendo la matrícula de
la comuna a diciembre de 2017 por la cantidad de asistentes de la educación
que  se  desempeñaban  en  los  establecimientos  dependientes  de  la
Municipalidad  o  Corporación  respectiva  a  la  misma  fecha,  estableciendo,
además el  número máximo de asistentes de la educación a financiar por
parte de los SLE, en caso de que la matrícula se mantenga o aumente, o,
alternativamente, disminuya.

Para  la  determinación  del  cociente  y  número
máximo, no se considerarán los asistentes de la educación contratados y
financiados con recursos de la Subvención Escolar Preferencial (SEP) y de
Proyectos de Integración Escolar (PIE).
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Finalmente, se establece el mecanismo mediante
el  cual  se  determinarán  las  contrataciones  que  serán  financiadas  por  el
Municipio o Corporación en caso de superar el número máximo, así como
también su mecanismo de financiamiento, que consiste en el descuento de
los respectivos  montos a  los recursos que les corresponda percibir  a  los
Municipios  o  Corporaciones  por  su  participación  en  el  Fondo  Común
Municipal, el año inmediatamente siguiente a aquel en que se realicen los
mencionados pagos.

III.  Efecto  del  Proyecto  sobre  el  Presupuesto
Fiscal

Las modificaciones no irrogarán un mayor  costo
fiscal.”.

Se  da  cuenta  de  los  precedentes  informes
financieros, en cumplimiento de lo dispuesto en artículo 17, inciso segundo,
de la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional.

- - -

MODIFICACIONES

En  mérito  de  los  acuerdos  anteriores,  vuestra
Comisión de Hacienda propone aprobar el texto despachado por la Comisión
de Educación y Cultura, en segundo informe, con las siguientes enmiendas:

Artículo 1

Número 2)

Letra a)

-  Sustituir  la  voz  “Directores”  por  “directores”,  la
frase “Educación de las Corporaciones Municipales” por “educación de las
corporaciones municipales” y la conjunción “y” por la frase “o de”; intercalar,
a continuación de la voz “Departamentos” la expresión “de Administración”; y
agregar un punto final (.) antes de las comillas (”).

(Artículo  121,  inciso  final,  Reglamento  del
Senado. Unanimidad 5x0).

- Eliminar la oración “en el  período comprendido
entre el primer encasillamiento y el 1 de diciembre del 2018”.

(Artículo  121,  inciso  final,  Reglamento  del
Senado. Unanimidad 4x0).

Letra b)
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Reemplazarla por la siguiente:

“b) Sustituyése, en el inciso cuarto, que pasó a ser
quinto, la letra “y” por una coma “,”; e intercálase, a continuación de la voz
“Municipal”,  la  siguiente  frase  “y  directores  o  jefes  de  educación  de  las
corporaciones municipales,”.

(Artículo  121,  inciso  final,  Reglamento  del
Senado. Unanimidad 5x0)

Artículo 8
Número 1

-  Reemplazar  en  el  encabezado  la  frase  “el
siguiente literal e), nuevo” por “los siguientes literales e) y f), nuevos”.

- Sustituir en la letra e) contenida en el número, la
frase “ex alumno u alumna” por “exalumno o exalumna”.

(Mayoría 3x2 abstenciones)

- - -

-  Incorporar,  a continuación de la actual  letra e)
que contiene el número, el siguiente literal f), nuevo:

“f) Tener el alumno o alumna domicilio cercano al
establecimiento educacional o en la comuna respectiva.”.

(Indicación número 1. 3x2 abstenciones)
- - -

Número 4

Eliminar los literales a) y d), pasando los actuales
b) y c) a ser literales a) y b), respectivamente, reemplazando en el literal b),
que ha pasado a ser a), la expresión “inciso séptimo” por “inciso sexto”, y en
el  literal  c),  que ha pasado a  ser  b),  la  frase “inciso  décimo”  por  “inciso
noveno”.

(Indicación número 3. Unanimidad 5x0)

Artículo 9

- - -

Considerar el siguiente número 4, nuevo, pasando
el actual a ser número 5, y así sucesivamente:

4.-  Introducir  las  siguientes  modificaciones  al
artículo 41:
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a)  Reemplazar  en  el  inciso  segundo  la  oración
“sólo tendrán derecho por cada año calendario, a un feriado de quince días
hábiles para los asistentes con menos de quince años de servicio, de veinte
días hábiles para los asistentes con quince o más años de servicio y menos
de veinte, y de veinticinco días hábiles para los asistentes con veinte o más
años de servicio. Los asistentes de la educación a que se refiere este inciso,
que residan en las regiones de Arica y Parinacota, Tarapacá, Antofagasta,
Aysén  del  General  Carlos  Ibáñez  del  Campo,  y  de  Magallanes  y  de  la
Antártica Chilena, y en las provincias de Chiloé y Palena de la Región de Los
Lagos,  y  en  las  comunas de Isla  de  Pascua  y  Juan  Fernández,  tendrán
derecho  a  gozar  de  su  feriado  aumentado  en  cinco  días  hábiles”  por  la
siguiente “podrán ser llamados a cumplir con dichas tareas, en cuyo caso se
les compensará en cualquier otra época del año los días trabajados”.

(Artículo  121,  inciso  final,  Reglamento  del
Senado. Unanimidad 4x0)

b) Sustituir el inciso tercero por el siguiente:

“Con todo, se podrá fijar como fecha de término
del feriado estival, cinco días hábiles previos al inicio del año escolar.”.

(Indicación número 2. Unanimidad 4x0)

- - -

Número 4

Ha  pasado  a  ser  número  5,  con  las  siguientes
modificaciones al artículo 56 que contiene:

-  Sustituir  en  el  inciso  primero,  la  frase  “los
establecimientos de educación básica, media y pre-básica,” por “educación
parvularia, básica y media, en establecimientos”; e intercalar, a continuación
de la voz “subvencionados” la expresión “regidos”.

- Incorporar un inciso segundo, nuevo, pasando el
actual a ser inciso tercero, del siguiente tenor:

“Lo  dispuesto  en  el  inciso  anterior  se  aplicará
también a los asistentes de la educación que prestan servicios en educación
parvularia, básica y media, en establecimientos educacionales regidos por el
decreto ley N° 3.166, de 1980.”.

(Artículo  121,  inciso  final,  Reglamento  del
Senado. Unanimidad 5x0)

Número 5
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Ha pasado a ser número 6, sin modificaciones.

Número 6

Ha  pasado  a  ser  número  7,  con  las  siguientes
enmiendas:

-  Reemplazar  el  encabezado  por  el  siguiente
“Introducir las siguientes modificaciones en el artículo cuarto transitorio:”

-  Incorporar  dos literales,  una letra  a),  del  tenor
que se  señala a  continuación,  y  una letra  b)  con el  contenido  del  actual
número 6:

“a)  Eliminar  en  la  letra  b)  del  inciso  segundo la
frase “, inciso primero”; e intercalar, a continuación del punto aparte (.), que
pasa a ser seguido (.), la siguiente oración “Respecto a lo establecido en el
inciso  segundo  del  artículo  41,  el  llamado  a  cumplir  labores  esenciales
requerirá el acuerdo del trabajador.”.

(Artículo  121,  inciso  final,  Reglamento  del
Senado. Unanimidad 4x0)

- - -

Intercalar los siguientes artículos 12 y 13, nuevos,
pasando el actual artículo 12 a ser artículo 14:

“Artículo  12.-  Los  sostenedores  de
establecimientos educacionales que perciban la subvención del Estado que
regula el  decreto con fuerza de ley N° 2, del año 1998, del  Ministerio de
Educación,  podrán celebrar  arrendamientos u otros contratos respecto de
inmuebles distintos al lugar donde funciona el establecimiento educacional,
con  el  objeto  de  modificar  el  domicilio  de  la  institución  escolar,  habilitar
dependencias anexas, aumentar su capacidad máxima autorizada, completar
nuevos  cursos  y/o  niveles  o  para  dar  continuidad  al  proyecto  educativo.
Estos contratos se regirán por lo dispuesto en los incisos sexto y siguientes
del artículo cuarto transitorio de la ley N° 20.845 y se deberá informar su
celebración  a  la  Superintendencia  de  Educación  dentro  de  los  30  días
siguientes a su otorgamiento.

Cuando  el  sostenedor  requiera  cumplir  con  los
objetivos descritos en el inciso anterior mediante la construcción de nueva
infraestructura, podrá celebrar contratos respecto de inmuebles distintos al
lugar donde funciona el establecimiento educacional por un plazo máximo de
25  años,  renovables  por  una  sola  vez.  En  caso  de  celebrar  contrato  de
arrendamiento, el canon sobre los nuevos inmuebles no podrá exceder del
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11% del valor total de la construcción y del terreno en el que se emplaza,
dividido en doce mensualidades.

(Indicación número 3. Unanimidad 5x0)

Artículo 13.- Incorpórase en la ley N° 20.964, que
otorga bonificación por retiro voluntario al personal asistente de la educación
que indica, el siguiente artículo 15, nuevo:

“Artículo  15.-  No  obstante  lo  establecido  en  el
inciso  primero  del  artículo  6°,  el  trabajador  podrá  solicitar  que  se  ponga
término a la relación laboral por causas justificadas tales como enfermedad
grave u otras, desde el momento en que se le notifique la resolución que lo
determine como beneficiario. Caso en el cual, el empleador deberá informar
de dicha situación al  Ministerio de Educación, el  que por su parte deberá
determinar la fecha en que se pagarán los beneficios correspondientes a la
bonificación  por  retiro  voluntario.  Durante  el  período  entre  que  se  pone
término  a  la  relación  laboral  y  el  pago  efectivo  de  la  bonificación,  el
trabajador no percibirá remuneración alguna.”.

(Artículo  121,  inciso  final,  Reglamento  del
Senado. Unanimidad 4x0)

- - -

Artículo 12

Ha pasado a ser artículo 14, sin modificaciones.

- - -

Artículo segundo transitorio

Rechazarlo, pasando el artículo tercero transitorio
actual a ser artículo segundo transitorio.

(Artículo  121,  inciso  final,  Reglamento  del
Senado. Unanimidad 4x0)

Artículo tercero transitorio

Ha pasado a ser artículo segundo transitorio, sin
modificaciones.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En virtud de las modificaciones anteriores, el texto
del proyecto de ley queda como sigue:
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PROYECTO DE LEY:

“Artículo  1.-  Introdúcense  las  siguientes
modificaciones  en  la  ley  N°  20.903,  que  crea  el  Sistema  de  Desarrollo
Profesional Docente y modifica otras normas:

1)  Modifícase  el  inciso  final  del  artículo  cuarto
transitorio de la siguiente forma:

a)  Reemplázase la frase “la  obligación señalada
en el  inciso segundo”,  por  la  siguiente:  “cumplir  con el  número de horas
lectivas  y  no  lectivas  establecido  en  el  inciso  primero,  las  del  artículo
segundo transitorio de esta ley, y la de los artículos 69 y 80 del decreto con
fuerza  de  ley  N°  1,  de  1996,  del  Ministerio  de  Educación,  según
corresponda”.

b) Agrégase, a  continuación del  punto final,  que
pasa a ser punto seguido, lo siguiente:

“Sin embargo, la jornada semanal docente deberá
considerar como máximo una cantidad de 33 horas destinadas a la docencia
de aula semanal, excluidos los recreos, en los establecimientos adscritos al
régimen de jornada escolar completa diurna; y de 32 horas y 15 minutos,
excluidos los recreos, en los restantes; para una jornada laboral de 44 horas,
o la proporción que corresponda.”.

2) Modifícase el artículo decimosexto transitorio de
la siguiente forma:

a) Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo,
pasando los actuales incisos terceros y cuarto a ser incisos cuarto y
quinto, respectivamente:

“Lo  dispuesto  en  los  incisos  anteriores  se
aplicará igualmente a los profesionales de la  educación que al  1  de
diciembre de 2018 se desempeñan como directores de establecimientos
educacionales, jefes de educación de las corporaciones municipales o
de Departamentos de Administración de Educación Municipal.”.

b) Sustituyése, en el inciso cuarto, que pasó a
ser quinto, la letra “y” por una coma “,”; e intercálase, a continuación
de  la  voz  “Municipal”,  la  siguiente  frase  “y  directores  o  jefes  de
educación de las corporaciones municipales,”.

3) Agrégase, en el artículo vigésimo transitorio el
siguiente inciso final, nuevo:
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“Sin  perjuicio  de  lo  establecido  en  el  inciso
anterior, en los concursos y nombramientos para proveer vacantes de jefes
de Departamentos de Administración de Educación Municipal, directores y
directivos  de  exclusiva  confianza,  incluyendo  los  cargos  técnico-
pedagógicos,  podrán  postular  o  designarse,  según  corresponda,
profesionales  de  la  educación  que  desempeñen  o  hayan  desempeñado
dichos cargos o el de Director de Educación de una corporación municipal,
por al menos cuatro años y que se encuentren en el tramo de acceso, tramo
temprano o no hayan sido asignados a un tramo del Sistema de Desarrollo
Profesional Docente establecido en el Título III del decreto con fuerza de ley
N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, por no contar con resultados que
lo permitan. Estos profesionales de la educación podrán recibir la asignación
de responsabilidad directiva o técnico pedagógica que corresponda.”.

Artículo  2.-  Introdúcense  las  siguientes
modificaciones al decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio
de Educación, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la
ley  N°  19.070,  que  aprobó  el  Estatuto  de  los  Profesionales  de  la
Educación, y de las leyes que la complementan y modifican:

1.  Agrégase en el  artículo  12 ter  el  siguiente
inciso final nuevo:

“Con todo, en la oferta de cursos y programas
impartidos,  se  podrán  considerar  todos  los  niveles  de  educación
regular  considerados  en  el  decreto  supremo  N°2,  de  2010,  de
Educación,  y  en  el  caso  de  la  educación  de  nivel  parvulario  esta
formación podrá otorgarse además al personal técnico que desarrolla
funciones de aula.”.

2.- Añádase en el artículo 70 el siguiente inciso
final nuevo:

“Aquellos  profesionales  de  la  educación  que
se encuentren reconocidos en los tramos experto I o II, en el Sistema de
Desarrollo Profesional Docente, estarán exceptuados de la evaluación
de desempeño docente a que se refiere este artículo. Por su parte, los
profesionales  que se encuentren reconocidos  en el  tramo avanzado,
podrán solicitar ser eximidos de la misma”.”.

Artículo  3.-  Introdúcense  las  siguientes
modificaciones en la ley N° 20.529, que crea el Sistema de Aseguramiento
de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media y su fiscalización:

1) Modifícase el inciso tercero del artículo 18, de la
siguiente manera:
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a) Reemplázase la expresión “la metodología” por
“una metodología especial de evaluación”.

b)  Intercálase,  entre  la  palabra  “educativa”  y  el
punto que le sigue, la oración “los cuales deberán ser pertinentes y válidos
para estos establecimientos, teniendo por objeto su apoyo y mejora”.

2)  Modifícase  el  artículo  87  de  la  siguiente
manera:

a)  Reemplázase,  en  su  inciso  primero,  la  frase
“con  el  objeto  de  asegurar  el  adecuado  funcionamiento  de  dicho
establecimiento y la continuidad del servicio educativo” por “cuando exista
riesgo de afectar la continuidad del servicio educativo y con su nombramiento
se  pueda  asegurar  el  adecuado  funcionamiento  del  establecimiento  y  la
continuidad de dicho servicio”.

b) Reemplázase el inciso final por el siguiente:

“El  administrador  provisional  durará en su cargo
hasta  el  término  del  año  laboral  docente  en  curso.  Si  se  mantienen  las
condiciones  que  dieron  origen  a  su  nombramiento,  este  plazo  podrá
prorrogarse hasta por un periodo adicional, sin perjuicio de lo establecido en
el inciso segundo del artículo 94.”.

3) Incorpórase el siguiente artículo 87 bis:

Artículo 87 bis.- Sin perjuicio de lo señalado en el
artículo anterior, en casos graves y calificados, el administrador provisional
podrá asumir las funciones que competen al sostenedor, de conformidad con
lo  establecido  en  el  artículo  92,  respecto  de  los  establecimientos
educacionales bajo su dependencia.

Se  entenderá  que  concurre  esta  circunstancia
cuando  el  sostenedor  no  pueda  mantener  en  funcionamiento  los
establecimientos educacionales bajo su dependencia ni garantizar, a la vez,
el desarrollo normal del año escolar en dichos establecimientos. Asimismo,
se entenderá que concurre esta circunstancia cuando, existiendo atraso en el
pago de las remuneraciones o de las cotizaciones previsionales o de salud
del personal del establecimiento, en los términos señalados en la letra d) del
artículo 89, el sostenedor no pueda garantizar el pago de alguna de estas
prestaciones en el mes subsiguiente a aquél en que se verifique la infracción.

Sin perjuicio de lo anterior, conjuntamente con el
nombramiento del administrador provisional, se deberán poner a disposición
del  Ministerio  Público,  de  la  Contraloría  General  de  la  República  y  del
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Consejo de Defensa del Estado, todos los antecedentes de que se disponga
respecto  de  la  situación  del  sostenedor,  con  la  finalidad  de  que  dichos
órganos persigan las responsabilidades civiles, penales y administrativas que
correspondan.

4) Agrégase, en el artículo 88, el siguiente inciso
final, nuevo:

“Si se nombra a un administrador provisional para
dos o más establecimientos educacionales de un mismo sostenedor, deberá
preferirse  a  una  persona  jurídica  disponible  del  registro  que  acredite
mantener  a  su  disposición  un  equipo  de  profesionales  calificados  que
colabore en su gestión.”.

5) Reemplázase el artículo 90, por el siguiente:

“Artículo 90.- El administrador provisional quedará
sometido desde que aceptare el cargo a un régimen especial de fiscalización
y  rendición  de  cuentas  que  deberá  ser  fijado  por  el  Superintendente
mediante resolución fundada. De la misma forma, la Superintendencia podrá
fijar  criterios  diferenciadores  para  el  uso  de  las  subvenciones  y  aportes
señalados en la ley N° 20.248.

Mientras  dure  su  administración,  los
procedimientos  sancionatorios  originados  por  hechos  ocurridos  con
anterioridad a su nombramiento se dirigirán en contra del  sostenedor.  Lo
mismo ocurrirá en aquellos procedimientos en que la ejecución de la sanción
se encuentre pendiente de ser aplicada por el Ministerio de Educación. En el
evento de que se trate de sanciones de tipo pecuniario, deberán ser pagadas
a  la  Tesorería  General  de  la  República,  dentro  del  plazo  de  diez  días,
contados desde que dicha sanción  se  encuentre  firme.  Transcurrido  este
plazo sin  que el  sostenedor  las haya pagado,  el  Ministerio  de Educación
oficiará  a  dicho  organismo  para  que  inicie  el  procedimiento  de  cobro
respectivo.

El  administrador  provisional  deberá  proporcionar
todos  los  antecedentes  que  el  sostenedor  requiera  para  una  adecuada
defensa en los casos a que se refiere el inciso anterior.

Dentro  de  los  quince  días  siguientes  a  la
aceptación del cargo, el administrador provisional levantará un acta que dé
cuenta del estado administrativo y financiero del establecimiento educacional
que será entregada a la Superintendencia.

Asimismo,  en  los  veinte  días  siguientes  a  dicha
aceptación, deberá presentar un plan de trabajo, que deberá ser aprobado
por el Superintendente.
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El  administrador  provisional  deberá  presentar
informes trimestrales de avance de su gestión tanto a la Dirección Regional
de  la  Superintendencia  de  Educación  como  a  la  Secretaría  Regional
Ministerial  de Educación respectiva,  y  dar cuenta documentada de ella  al
Superintendente al término de sus funciones.

Una  vez  aprobados  por  la  Superintendencia,
dichos informes serán incorporados a  un registro  de  carácter  público,  de
conformidad a lo dispuesto en el reglamento a que hace referencia el artículo
97.

El  administrador  provisional  responderá  de  la
culpa leve en su administración.

Una  vez  nombrado,  el  administrador  provisional
deberá realizar una declaración de intereses y patrimonio, en los términos
que indica la ley N° 20.880.

En caso de incumplimiento de estas obligaciones,
el  Superintendente  podrá  disponer  la  eliminación  del  administrador
provisional del registro señalado en el artículo 97, sin perjuicio de las demás
responsabilidades que le correspondan.”.

6) Reemplázase el artículo 91, por el siguiente:

“Artículo 91.-  Desde la fecha de designación del
administrador  provisional  el  sostenedor  del  establecimiento  quedará
inhabilitado  para  efectos  de  su  administración,  así  como  para  percibir  la
subvención educacional.

El  sostenedor  será  responsable  de  todas  las
obligaciones  que  se  hubieren  generado  en  virtud  del  funcionamiento  del
establecimiento  educacional  con  antelación  a  la  designación  del
administrador provisional.

Para  garantizar  una  adecuada  gestión  del
administrador  provisional,  el  sostenedor deberá cumplir  con las siguientes
obligaciones:

a) Reintegrar, en la cuenta corriente señalada en
la letra c) del artículo 92, los montos que el administrador deba pagar por
obligaciones  generadas  con  anterioridad  a  su  nombramiento  y  que  se
devenguen  o  ejecuten  en  su  administración,  especialmente  aquellos  que
digan relación con el pago de remuneraciones y cotizaciones previsionales.
Asimismo, deberá depositar los saldos o excedentes de dichos aportes que
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no  hayan  sido  ejecutados  a  la  fecha  de  su  nombramiento,  según  lo
determinado por la Superintendencia de Educación.

b)  No podrá celebrar  actos o contratos sobre el
local escolar o el mobiliario de los establecimientos educacionales sujetos a
administración provisional que puedan impedir el adecuado funcionamiento
del servicio educativo.

c)  Poner  a  disposición  del  administrador
provisional todos los bienes, muebles e inmuebles, donde funcionen el o los
establecimientos educacionales sujetos a esta medida.

d) Proporcionar al administrador provisional toda la
información necesaria, especialmente laboral y financiera, que esté bajo su
responsabilidad,  para  una  adecuada  gestión.  Lo  anterior,  deberá  ir
acompañado de un informe detallado, en los primeros diez días contados
desde asumida las funciones por el administrador provisional.

Mientras dure su administración, los recursos que
reciba el administrador provisional y los bienes que administre no podrán ser
objeto de medida judicial alguna que derive de las obligaciones señaladas en
el inciso segundo de este artículo.

Si  el  sostenedor  se  negare  a  entregar  los
inmuebles de los establecimientos educacionales sujetos a esta medida, o
éste cerrare intempestivamente dichos locales, el administrador provisional
podrá solicitar el auxilio de la fuerza pública para tomar posesión de ellos.

El incumplimiento de las obligaciones establecidas
en este artículo por parte del sostenedor se entenderá como infracción grave
para  los  efectos  del  artículo  76  y  soportará  personalmente  sus  efectos,
incluyendo el pago de multas. En los casos que existan hechos que puedan
revestir  carácter  de  delitos,  la  Superintendencia  podrá  enviar  los
antecedentes el Ministerio Público para los fines a que haya lugar.

El  nombramiento  de  administrador  provisional
procederá sin perjuicio de hacer efectiva la garantía establecida en el artículo
56 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación.

Mientras  dure  la  administración  provisional,
excepcionalmente y por resolución fundada, el Ministerio de Educación o la
Superintendencia de Educación, según corresponda, podrán dejar sin efecto
las retenciones de pago adoptadas por aplicación del artículo 7 de la ley N°
19.609, del artículo 69 de la presente ley, o en razón de otras medidas de
carácter administrativo que hayan tenido por objeto la disminución o no pago
de la subvención escolar.”.
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7) Modifícase el artículo 92 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase el literal b), por el siguiente:

“b) Procurar la disponibilidad de matrícula para los
alumnos del establecimiento, en el caso de renovación de su nombramiento
de conformidad a lo establecido en el inciso final del artículo 87, informando
periódicamente a los miembros de la comunidad escolar la situación general
del establecimiento.”.

b) Modifícase su literal c) de la siguiente forma:

i.  Elimínase  a  continuación  de  la  palabra
“correspondiente”  la  frase  “solamente  hasta  el  término  del  año  escolar
respectivo,”.

ii. Agrégase el siguiente párrafo final, nuevo:

“Para  estos  efectos,  el  administrador  provisional
deberá abrir una cuenta corriente fiscal, en la que el Ministerio de Educación
depositará  estos  recursos.  También  deberá  acompañar  una  boleta  de
garantía,  póliza  de  seguro  u  otra  caución  previamente  calificada  por  la
Superintendencia.

c)  Agrégase en su  literal  d)  el  siguiente  párrafo
final, nuevo:

“Podrá  solucionar  obligaciones  generadas  con
anterioridad  a  su  nombramiento,  cuando  digan  relación  con  el  pago  de
remuneraciones y cotizaciones previsionales del personal del establecimiento
educacional  o  servicios  básicos  y  cuente  con  recursos  adicionales
provenientes del sostenedor u otros dispuestos para tal efecto.”.

d)  Agrégase  en  el  literal  e)  el  siguiente  párrafo
final, nuevo:

“El  administrador  provisional  será  responsable
únicamente de la dotación docente y de los asistentes de la educación que
trabajen en los establecimientos educacionales que queden bajo su gestión.”.

e) Incorpórase el siguiente literal i), nuevo:

“i) Convenir con el Ministerio de Educación u otros
órganos de la Administración del Estado, así como con entidades privadas
sin fines de lucro, la realización de acciones específicas o de prestación de
servicios,  que  le  permitan  cumplir  sus  funciones  u  obtener  recursos
adicionales.”.
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8) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo
93, la expresión “año escolar”, por “año laboral docente”.

9)  Sustitúyese  en  el  artículo  94  la  frase
“administrados  por  municipalidades,  sea  directamente  o  por  sus
corporaciones municipales” por la siguiente: “subvencionados o que reciban
aportes del Estado”.

10) Reemplázase el artículo 98, por el siguiente:

“Artículo  98.-  Los  honorarios  del  administrador
provisional serán pagados con cargo al presupuesto de la Superintendencia
de Educación.”.

11) Agrégase el siguiente artículo 98 bis, nuevo:

“Artículo  98  bis.-  La  Superintendencia  de
Educación, mediante instrucciones de carácter general, regulará lo dispuesto
en este párrafo.”.

12)  Reemplázase  en  el  artículo  decimoquinto
transitorio la expresión “un plazo de ocho años a contar de la entrada en
vigencia de esta ley”, por la frase “plazo hasta el 31 de diciembre del año
2022”.

Artículo 4.- Agrégase, en el decreto con fuerza de
ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido,
coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1996, del
Ministerio  de  Educación,  sobre  subvención del  Estado a establecimientos
escolares, el siguiente artículo 9 ter:

“Artículo  9  ter.-  Los  locales  anexos  de
establecimientos  educacionales  que  funcionen  como  aulas  hospitalarias;
aquellas dependientes de recintos hospitalarios; las escuelas cárceles y los
establecimientos  que  funcionen  en  un  recinto  del  Servicio  Nacional  de
Menores percibirán una subvención educacional mensual de acuerdo a las
reglas establecidas en el artículo 13. Con todo, esta subvención mensual no
podrá ser inferior a 61,10443 U.S.E., más el incremento al que se refiere el
artículo 11 en caso de corresponder.

El  Ministerio  de  Educación,  mediante  resolución
que  deberá  ser  visada  por  la  Dirección  de  Presupuestos,  determinará
anualmente la nómina de estos establecimientos.”.

Artículo 5.- Intercálase en el artículo 3 de la ley N°
21.050,  que otorga un reajuste de remuneraciones a los trabajadores del
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Sector  Público,  concede aguinaldos que señala,  concede otros beneficios
que indica, y modifica diversos cuerpos legales, entre “publicación de la ley”
y  el  punto  final  que le  sigue,  la  expresión  “;  y  a  los  trabajadores de los
Servicios  Locales  de Educación Pública,  incluidos los  profesionales  de la
educación  y  los  asistentes  de  la  educación  que  se  desempeñen  en
establecimientos educacionales de dependencia de dichos Servicios”.

Artículo 6.- Agrégase en el numeral 9 del artículo 2
de la ley N° 20.976, que permite a los profesionales de la educación que
indica,  entre  los  años  2016  y  2024,  acceder  a  la  bonificación  por  retiro
voluntario establecida en la ley N° 20.822, a continuación del punto aparte,
que pasa a ser punto seguido, lo siguiente: 

“Sin  perjuicio  de  ello,  se  aplicará  a  estos
beneficiarios, lo establecido en el  inciso cuarto del artículo 3 de la ley N°
20.822.”.

Artículo  7.-  Introdúcese  las  siguientes
modificaciones  en  la  ley  N°  21.040,  que  crea  el  Sistema  de  Educación
Pública:

1)  Incorpórase  en  el  inciso  cuarto  del  artículo
vigésimo primero transitorio, a continuación del punto final que pasa a ser
punto seguido, lo siguiente: 

“La  información  contenida  en  este  decreto,  en
relación con las remuneraciones y asignaciones del personal indicadas en
éste, será la utilizada para los efectos del traspaso señalado en el artículo
cuadragésimo  primero  transitorio  de  esta  ley,  respecto  del  personal
considerado en dicho decreto; y en particular para la protección señalada en
el artículo cuadragésimo segundo transitorio, sin perjuicio de los reajustes
que se establezcan, de conformidad a la ley.”.

2)  Agrégase,  en  su  artículo  cuadragésimo
segundo transitorio, el siguiente inciso final nuevo:

“Con todo, sólo le serán oponibles a los Servicios
Locales de Educación Pública las condiciones pactadas con anterioridad  a
seis meses contados desde la fecha en que se haga efectivo el traspaso
del personal de que trata este párrafo. En caso de que el Presidente de la
República ejerza la facultad establecida en el inciso cuarto del artículo sexto
transitorio, podrá establecer un plazo menor.”.

3) Incorpórase el siguiente artículo cuadragésimo
segundo bis transitorio:
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“Artículo  cuadragésimo  segundo  bis.-  Del
financiamiento transitorio de las municipalidades y corporaciones municipales
a  los  asistentes  de  la  educación  que  se  traspasen.  Sin  perjuicio  de  lo
establecido en los artículos cuadragésimo primero y cuadragésimo segundo
transitorios,  y durante cinco años contados desde el  traspaso del  servicio
educacional, serán de cargo de los nuevos Servicios Locales de Educación
única y exclusivamente las remuneraciones, indemnizaciones, asignaciones
y demás beneficios avaluables en dinero de un número  máximo de horas
de  contrato  de  asistentes de  la  educación  que  se  traspasen  de
conformidad  a  dichos  artículos.  La  municipalidad  o  corporación  municipal
respectiva  financiará  durante  dicho  período  las  remuneraciones,
asignaciones,  indemnizaciones  y  demás  beneficios  avaluables  en  dinero
correspondientes a aquellos asistentes de la educación que excedan dicho
número de conformidad a lo establecido en el inciso final de este artículo.
Luego  de  transcurrido  este  plazo,  la  totalidad  de  los  asistentes  de  la
educación  traspasados  será  de  cargo  del  Servicio  Local  de  Educación
respectivo.

El  número  máximo  a  que  se  refiere  el  inciso
anterior  se  determinará,  para  cada  comuna,  mediante  el  siguiente
procedimiento:

a) Se calculará un cociente dividiendo la matrícula
de la comuna a diciembre de 2017 por el total de horas de contrato de los
asistentes de la educación que se desempeñaban en los establecimientos
dependientes de la municipalidad o corporación respectiva a la misma fecha.
Dicho cociente deberá ser informado por la Subsecretaría de Educación a
cada una de las municipalidades o corporaciones municipales que aún no
hayan traspasado el servicio educacional al Servicio Local de Educación que
corresponda.

b)  Si  la  matrícula  de  la  comuna se  mantiene  o
aumenta entre diciembre de 2017 y la fecha del traspaso, el Servicio Local
de Educación respectivo  sólo  financiará  el  número  máximo  de horas  de
contrato  de asistentes de la educación que resulte de la división entre la
matrícula  al  momento  del  traspaso  y  el  cociente  señalado  en  el  literal
anterior.

c)  Si  la matrícula de la comuna al  momento del
traspaso es inferior a la existente a diciembre de 2017, el número máximo de
horas de contrato de asistentes de la educación traspasados de cargo del
Servicio  Local  de  Educación  será  equivalente  al  número  de  asistentes
contratados a diciembre de 2017.

En todos los casos anteriores, el número máximo
de horas de contrato a financiar por los Servicios Locales de Educación
deberá ser aproximado hacia el entero inferior, si correspondiere.
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Asimismo, no se considerarán para efectos de los
cálculos establecidos en el presente artículo las horas totales de contrato
de los asistentes de la educación contratados y financiados con recursos de
la  subvención  escolar  preferencial  establecida  en  la  ley  N°  20.248  y  de
proyectos de integración escolar establecidos en el decreto con fuerza de ley
N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación. El pago de las remuneraciones y
asignaciones  de  las  horas  de  contrato correspondientes de  estos
asistentes de la educación será siempre de cargo de los Servicios Locales de
Educación una vez traspasado el servicio educacional.

Para los efectos de este artículo, se entenderá por
matrícula  de  la  comuna  la  correspondiente  a  los  establecimientos
educacionales a que se refiere el artículo cuadragésimo primero de esta ley. 

Los cocientes señalados en el  presente artículo,
así como el número  máximo de horas de contrato de asistentes de la
educación  a  que  se  refieren  los  incisos  primero  y  segundo  del  presente
artículo serán fijados mediante resolución del Subsecretario de Educación, la
cual deberá ser suscrita por el Ministerio de Hacienda. Sin perjuicio de lo
anterior, de manera excepcional y mediante resolución del Subsecretario de
Educación suscrita por el Ministerio de Hacienda, podrá ajustarse el número
máximo  regulado  en  el  presente  artículo  por  razones  fundadas  en
circunstancias  particulares  de  cada  comuna,  tales  como  cambios  en  la
composición  de  sus  establecimientos  educacionales  o  en  la  normativa
relativa a requisitos de personal.

Las  remuneraciones,  asignaciones  y  demás
beneficios  avaluables  en  dinero  de  los  asistentes  de  la  educación
traspasados  se  pagarán  directamente  por  los  Servicios  Locales  de
Educación  respectivos.  Sin  perjuicio  de  lo  anterior,  el  criterio  de
determinación de los montos que serán de cargo de cada municipalidad o
corporación municipal  será objetivo y corresponderá a aquellas horas de
contrato  de  contrataciones  de  menor  antigüedad  en  la  dotación  que
sobrepasen  el  número  máximo  definido  para  cada  comuna,  conforme  al
procedimiento  establecido  en  el  presente  artículo.  Dichos  montos  serán
descontados, luego de ser debidamente reajustados, de los recursos que a la
municipalidad respectiva le corresponda percibir por su participación en el
Fondo Común Municipal, establecido en el decreto ley N° 3.063, de 1979,
sobre Rentas Municipales, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado
fue fijado por el decreto supremo N° 2.385 de 1996, del Ministerio del Interior,
el año inmediatamente siguiente a aquel en que se realicen los mencionados
pagos. Para ello, el Servicio Local de Educación respectivo informará de la
liquidación de los montos que deberán ser descontados y enterados a su
patrimonio,  a  la  Subsecretaría  de  Desarrollo  Regional  y  Administrativo,
durante el mes de diciembre de cada año.”.
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Artículo  8.-  Modifícase  la  ley  N°  20.845  de
Inclusión  Escolar  que  regula  la  admisión  de  los  y  las  estudiantes,
elimina  el  financiamiento  compartido  y  prohíbe  el  lucro  en
establecimientos educacionales que reciben aportes del Estado, en la
siguiente forma:

1.-  Incorporar  en  el  artículo  7°  ter,  los
siguientes literales e) y f), nuevos:

“e) La condición de hijo o hija de un exalumno
o exalumna que haya cursado sus estudios o parte de los mismos en el
establecimiento.

f) Tener el alumno o alumna domicilio cercano
al establecimiento educacional o en la comuna respectiva.”.

2.-  Eliminar la frase “, su carácter gratuito” en
el literal b) del artículo 7° quinquies.

3.-  Introducir  las  siguientes  enmiendas  al
artículo segundo transitorio:

a)  Intercálase  el  siguiente  inciso  segundo
nuevo, pasando el actual segundo a ser tercero:

“Los sostenedores particulares que  no estén
organizados como una persona jurídica sin fines de lucro y que, a la
fecha  de  la  presente  ley,  hayan  solicitado  transferir  la  calidad  de
sostenedor  a  una  persona  jurídica  de  derecho  privado  sin  fines  de
lucro, permanecerán sujetos a las reglas a las que estaba sometida la
entidad antecesora hasta  la  fecha en que se verifique  el  pago de la
primera subvención a la entidad sucesora.”.

b) Agrégase, al final del inciso segundo, que ha
pasado a ser tercero, la siguiente oración: “En consecuencia, los actos
y contratos celebrados por la entidad antecesora para el cumplimiento
de lo que la ley vigente a la fecha de su celebración consideraba fines
educacionales y que se encontraban vigentes a la fecha en que se haya
presentado la solicitud a que se refiere el inciso anterior, se entenderán
celebrados con la  entidad sucesora en los mismos términos en que
fueron convenidos por la antecesora.”.

c) Intercálase el siguiente inciso cuarto nuevo, 
del siguiente tenor:

“Sin  embargo,  los  actos  y  contratos
celebrados por la entidad antecesora para el cumplimiento de lo que la
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ley  vigente  a  la  fecha  de  su  celebración  consideraba  fines
educacionales  y  que  no  fueren  de  aquellos  que  pudiere  celebrar  la
entidad  sucesora  por  no  corresponder  a  lo  que  la  su  propia  ley
reguladora  considera  fines  educacionales  expirarán  por  el  solo
ministerio de la ley, cualquiera sea la vigencia que se haya estipulado,
el  último  día  del  mes  en  que  se  verifique  el  pago  de  la  primera
subvención a la entidad sucesora.”.

4.-  Introducir  las  siguientes  enmiendas  al
artículo cuarto transitorio:

a) Reemplazar en el número 4° del inciso sexto
la  frase  “por  concepto  de subvención  y  aportes  del  Estado,”  por  la
siguiente:  “por  concepto  de  subvención,  aportes  del  Estado  y
financiamiento compartido,”.

b) Agregar, en el inciso noveno, después de la
expresión  “tasación  bancaria”,  la  siguiente  frase:  “o  una  tasación
efectuada por un perito tasador o profesional competente”.

Artículo  9.-  Introdúcense  las  siguientes
modificaciones a la ley número 21.109, que establece un Estatuto de los
Asistentes de la Educación Pública:

1.- Agregar el siguiente inciso final, nuevo, al
artículo 4°:

“Las  inhabilidades  y  prohibiciones,
establecidas en los incisos precedentes, para el ejercicio de funciones
propias  del  personal  Asistente  de  la  Educación,  al  tenor  de  sus
categorías singularizadas en el Párrafo 2° del Título 1° de la presente
ley,  así  como los  requisitos  de  informe  de  idoneidad  psicológica,  y
acreditación  de  las  competencias  laborales  requeridas  para  su
ejercicio, reguladas a través de los perfiles de competencias laborales
elaborados de conformidad al procedimiento establecido en la ley N°
20.267 y su reglamento,  se aplicarán también a los trabajadores que
ejecuten  dichas  funciones  en  establecimientos  educacionales
dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública, en forma
continua  o  permanente,  en  régimen  de  subcontratación,  servicios
transitorios o puesta a disposición de trabajadores, en forma previa al
inicio de sus funciones en dichos establecimientos.”

2.-  Añadir  el  siguiente  inciso  final,  nuevo,  al
artículo 6°:
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“Los profesionales que trabajan con emisión
de diagnósticos a los alumnos de los establecimientos educacionales,
deben tener un mínimo de 3.200 horas de formación presencial.”.

3.-  Agregar  la  expresión  “preferentemente
psicopedagogos”  luego  de  la  palabra  “profesionales”  en  el  inciso
tercero del artículo 38.

4.- Introducir las siguientes modificaciones al
artículo 41:

a) Reemplazar en el inciso segundo la oración
“sólo tendrán derecho por cada año calendario, a un feriado de quince
días hábiles para los asistentes con menos de quince años de servicio,
de veinte días hábiles para los asistentes con quince o más años de
servicio  y  menos  de  veinte,  y  de  veinticinco  días  hábiles  para  los
asistentes  con  veinte  o  más  años  de  servicio.  Los  asistentes  de  la
educación a que se refiere este inciso, que residan en las regiones de
Arica y Parinacota,  Tarapacá,  Antofagasta,  Aysén del  General  Carlos
Ibáñez del Campo, y de Magallanes y de la Antártica Chilena, y en las
provincias  de  Chiloé  y  Palena  de la  Región  de Los  Lagos,  y  en  las
comunas de Isla de Pascua y Juan Fernández, tendrán derecho a gozar
de  su  feriado  aumentado  en  cinco  días  hábiles”  por  la  siguiente
“podrán ser llamados a cumplir con dichas tareas, en cuyo caso se les
compensará en cualquier otra época del año los días trabajados”.

b) Sustituir el inciso tercero por el siguiente:

“Con  todo,  se  podrá  fijar  como  fecha  de
término del feriado estival, cinco días hábiles previos al inicio del año
escolar.”.

5.- Añadir un artículo 56, nuevo, del siguiente
tenor:

“Artículo 56.- Las disposiciones del Párrafo 1°
del  Título  III  de  la  presente  ley  se  aplicarán  a  los  asistentes  de  la
educación  que  prestan  servicios  en  educación  parvularia,  básica  y
media,  en  establecimientos particulares  subvencionados  regidos
conforme al decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de
Educación.

Lo dispuesto en el inciso anterior se aplicará
también  a  los  asistentes  de  la  educación  que  prestan  servicios  en
educación  parvularia,  básica  y  media,  en  establecimientos
educacionales regidos por el decreto ley N° 3.166, de 1980.
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La facultad establecida  en el  inciso  segundo
del artículo 41, para estos casos, será ejercida por el director de cada
establecimiento educacional.”

6.-  Suprímese  el  inciso  segundo  del  artículo
tercero transitorio.

7.-  Introducir las siguientes modificaciones en
el artículo cuarto transitorio:

a) Eliminar en la letra b) del inciso segundo la
frase “, inciso primero”; e intercalar, a continuación del punto aparte (.),
que  pasa  a  ser  seguido  (.),  la  siguiente  oración  “Respecto  a  lo
establecido en el inciso segundo del artículo 41, el llamado a cumplir
labores esenciales requerirá el acuerdo del trabajador.

b) Agrégase el siguiente inciso final:

“En  el  caso  de  los  establecimientos
educacionales  regidos  por  el  decreto  ley  Nº  3.166,  de  1980,  las
disposiciones de la  presente ley comenzarán a aplicarse al  personal
asistente de la  educación que en ellos se desempeña, a  partir  de la
fecha en que los establecimientos educacionales que correspondan a
su territorio sean traspasados al Servicio Local de Educación Pública,
con excepción de las normas señaladas en el inciso anterior, que se les
aplicarán cuando correspondan.”.

Artículo 10.- Reemplázase en el artículo único
de  la  ley  Nº19.648,  que  otorga  titularidad  en  el  cargo  a  profesores
contratados a plazo fijo por más de tres años, el guarismo “2014” por
“2018”.

Artículo  11.-  Modifícase  la  ley  19.296  que
establece  normas  sobre  asociaciones  de  funcionarios  de  la
administración del Estado, en el siguiente sentido, para reemplazar, en
el inciso primero del artículo 2, la frase “o comunal” por “comunal o
local” precedida por una coma.

Artículo  12.-  Los  sostenedores  de
establecimientos educacionales que perciban la subvención del Estado
que regula el decreto con fuerza de ley N° 2, del año 1998, del Ministerio
de  Educación,  podrán  celebrar  arrendamientos  u  otros  contratos
respecto  de  inmuebles  distintos  al  lugar  donde  funciona  el
establecimiento educacional, con el objeto de modificar el domicilio de
la  institución  escolar,  habilitar  dependencias  anexas,  aumentar  su
capacidad máxima autorizada, completar nuevos cursos y/o niveles o
para dar continuidad al proyecto educativo. Estos contratos se regirán
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por lo dispuesto en los incisos sexto y siguientes del artículo cuarto
transitorio de la ley N° 20.845 y se deberá informar su celebración a la
Superintendencia de Educación dentro de los 30 días siguientes a su
otorgamiento.

Cuando el sostenedor requiera cumplir con los
objetivos descritos en el  inciso anterior mediante la  construcción de
nueva infraestructura, podrá celebrar contratos respecto de inmuebles
distintos al lugar donde funciona el establecimiento educacional por un
plazo máximo de 25 años,  renovables por  una sola vez.  En caso de
celebrar  contrato  de  arrendamiento,  el  canon  sobre  los  nuevos
inmuebles no podrá exceder del 11% del valor total de la construcción y
del terreno en el que se emplaza, dividido en doce mensualidades.

Artículo  13.-  Incorpórase en la  ley  N°  20.964,
que otorga bonificación por retiro voluntario al personal asistente de la
educación que indica, el siguiente artículo 15, nuevo:

“Artículo 15.- No obstante lo establecido en el
inciso primero del artículo 6°, el trabajador podrá solicitar que se ponga
término  a  la  relación  laboral  por  causas  justificadas  tales  como
enfermedad grave u otras, desde el momento en que se le notifique la
resolución  que  lo  determine  como  beneficiario.  Caso  en  el  cual,  el
empleador  deberá  informar  de  dicha  situación  al  Ministerio  de
Educación, el que por su parte deberá determinar la fecha en que se
pagarán  los  beneficios  correspondientes  a  la  bonificación  por  retiro
voluntario. Durante el período entre que se pone término a la relación
laboral y el pago efectivo de la bonificación, el trabajador no percibirá
remuneración alguna.”.

Artículo  14.-  El  mayor  gasto  fiscal  que
represente  la  aplicación  de  esta  ley  durante  su  primer  año
presupuestario  de  vigencia  se  financiará  con  reasignaciones
presupuestarias del Ministerio de Educación. En los años siguientes se
estará a lo que considere la Ley de Presupuestos respectiva.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo  primero.-  Los  profesionales  de  la
educación que hubieren cumplido la edad legal para jubilar podrán ejercer el
derecho  a  opción  establecido  en  el  artículo  quinto  transitorio  de  la  ley
N° 20.903, en la misma forma establecida para aquellos docentes a quienes
les falten diez o menos años para la edad de jubilación.

En el  caso de los docentes del  sector municipal
que hayan comenzado a regirse por lo dispuesto en el Título III del decreto
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con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, y que al 31 de
julio  de  2017,  hubieren  cumplido  la  edad  legal  para  jubilar,  el  derecho
señalado en el inciso anterior podrá ser ejercido dentro de los treinta días
hábiles siguientes a la publicación de esta ley.

Con todo, se entenderán ajustados a derecho los
pagos de remuneraciones y emolumentos efectuados a los profesionales de
la educación que ejerzan la opción referida en el inciso anterior, durante el
período en que se hubieren regido por el Sistema de Desarrollo Profesional
Docente establecido en el Título III del decreto con fuerza de ley N° 1, de
1996,  del  Ministerio  de  Educación,  respecto  de  las  remuneraciones  y
emolumentos que les hubiere correspondido percibir.

Artículo  segundo.- Lo dispuesto en el número
1.-  del  artículo  9,  entrará  a  regir  transcurrido  un  año  desde  la
publicación de esta ley.”.

- - -
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Acordado en sesiones celebradas los días 19 de
diciembre  de  2018,  15  y  16  de  enero  de  2019,  con  asistencia  de  los
Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), Juan
Antonio Coloma Correa (Ena Von Baer Jahn), José García Ruminot, Ricardo
Lagos Weber (Jaime Quintana Leal) y Jorge Pizarro Soto (Yasna Provoste
Campillay).

Sala de la Comisión, a 23 de enero de 2019.

Roberto Bustos Latorre
Secretario de la Comisión
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RESUMEN EJECUTIVO

INFORME  DE  LA  COMISIÓN  DE  HACIENDA,  RECAÍDO  EN  EL
PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE
MEJORA EL INGRESO DE DOCENTES DIRECTIVOS AL SISTEMA DE
DESARROLLO  PROFESIONAL  DOCENTE,  MODIFICA  DIVERSOS
CUERPOS LEGALES Y ESTABLECE LOS BENEFICIOS QUE INDICA.

(BOLETÍN Nº 11.621-04)

I. OBJETIVO DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN: corregir
algunos  problemas  derivados  de  implementación  de  la  ley  que  creó  el
Sistema  de  Desarrollo  Profesional  Docente  y  otros  cuerpos  legales
recientemente  aprobados.  En  ese  sentido,  se  pretende  apoyar  la
implementación del referido Sistema, mejorando el ingreso de los docentes
directivos; propone un mecanismo que permita apoyar de mejor manera a los
establecimientos  educacionales  con desempeño insuficiente;  la  prestación
del servicio educacional en escuelas cárceles, o dependientes del Servicio
Nacional de Menores y aulas hospitalarias, y mejora diversos aspectos del
funcionamiento  y  las  facultades  de  los  administradores  provisionales  de
establecimientos educacionales, entre otras materias.

Por otra parte, busca asegurar el pago de beneficios a los trabajadores que
sean traspasados a los Servicios Locales de Educación Pública creados por
la  ley  N°  21.040,  y  que  actualmente  cumplen  funciones  en  la  educación
municipal y aclara la información que deben entregar los municipios para el
traspaso  del  servicio  educacional  a  los  Servicios  Locales  de  Educación
Pública en materia de personal; asimismo, se prorroga hasta el año 2022 la
obligación de reconocimiento oficial para los establecimientos de educación
parvularia y se incluyen modificaciones al Estatuto de los Asistentes de la
Educación.

II. ACUERDOS:

Artículo 1
Número 1), letra a), aprobada, unanimidad 5x0.
Número  2),  letra  a),  aprobada,  con  modificaciones,  unanimidad  5x0,
eliminación  frase  final,  unanimidad  4x0.  Letra  b),  aprobada,  con
modificaciones, 5x0.
Número 3), aprobado, unanimidad 4x0.

Artículo 3
Número 5), aprobado, unanimidad 5x0.
Número 6), aprobado, unanimidad 5x0.
Número 7), letras b), c) y e), aprobadas, unanimidad 5x0.
Número 10), aprobado, mayoría 4x1.
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Número 12), aprobado, unanimidad 5x0.

Artículo 4, aprobado, unanimidad 5x0.
Artículo 5, aprobado, unanimidad 4x0.
Artículo 6, aprobado, unanimidad 4x0.
Artículo 7, aprobado, unanimidad 4x0.

Artículo 8
Número 1), aprobado, con modificaciones, mayoría 3x2 abstenciones.
Indicación  número  1,  aprobada,  con  modificaciones,  mayoría  3x2
abstenciones.
Número 2), aprobado, unanimidad 5x0.
Número 3), aprobado, unanimidad 5x0.
Número 4)
Letras a) y d), rechazadas, unanimidad 5x0.
Letras b) y c), aprobadas, unanimidad 4x0.
Indicación número 3, aprobada, con modificaciones, unanimidad 5x0.

Artículo 9
Número 4), inciso primero, aprobado, con modificaciones, unanimidad 5x0;
inciso segundo, aprobado, unanimidad 4x0.
Indicación número 2, aprobada, con modificaciones, unanimidad 4x0.
Número 5), aprobado, unanimidad 4x0.
Número 6), aprobado, con modificaciones, unanimidad 4x0.
Artículo 10, aprobado, unanimidad 4x0. (Aplicación artículo 178 Reglamento)
Artículo 12, aprobado, unanimidad 4x0.
Artículo primero transitorio, aprobado, unanimidad 4x0.
Artículo segundo transitorio, rechazado, unanimidad 4x0.

III. NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL: No hay.

IV.  ESTRUCTURA  DEL  PROYECTO  APROBADO  POR  LA  COMISIÓN:
catorce artículos permanentes y dos disposiciones transitorias.

V. URGENCIA: no tiene.

VI.  ORIGEN  E  INICIATIVA: Cámara  de  Diputados.  Mensaje  de  la  ex
Presidenta de la República.

VII. TRÁMITE CONSTITUCIONAL: segundo.

VIII. INICIO TRAMITACIÓN EN EL SENADO: 12 de septiembre de 2018.

IX. TRÁMITE REGLAMENTARIO: informe de la Comisión de Hacienda.

X.  LEYES  QUE  SE  MODIFICAN  O  QUE  SE  RELACIONAN  CON  LA
MATERIA:
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1.- Decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que
fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, que
aprobó el Estatuto de Profesionales de la Educación, y de las leyes que la
complementan y modifican.

2.- Decreto con fuerza de ley N° 2, que fija el texto refundido, coordinado y
sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1996, sobre subvención
del Estado a establecimientos educacionales.

3.- Ley N° 19.296, que establece normas sobre asociaciones de funcionarios
de la administración del Estado.

4.- Ley N° 19.648, otorga titularidad en el cargo a profesores contratados a
plazo fijo por más de tres años.

5.- Ley N° 20.529, que crea el  Sistema Nacional de Aseguramiento de la
Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media y su fiscalización.

6.- Ley N° 20.845, de inclusión escolar que regula la admisión de los y las
estudiantes,  elimina  el  financiamiento  compartido  y  prohíbe  el  lucro  en
establecimientos educacionales que reciben aportes del Estado.

7.-  Ley N° 20.903, que crea el Sistema de Desarrollo Profesional Docente y
modifica otras normas.

8.- Ley N° 20.964, que otorga bonificación por retiro voluntario al personal
asistente de la educación que indica.

9.-  Ley N°  20.976,  que permite  a  los  profesionales  de la  educación  que
indica,  entre  los  años  2016  y  2024,  acceder  a  la  bonificación  por  retiro
voluntario establecida en la ley N° 20.822.

10.- Ley N° 21.040, que crea el Sistema de Educación Pública.

11.- Ley N° 21.050, que otorga reajuste a los trabajadores del sector público,
concede  aguinaldos  que  señala,  concede  otros  beneficios  que  indica  y
modifica diversos cuerpos legales.

12.-  Ley  N°  21.109,  que  establece  un  Estatuto  de  los  Asistentes  de  la
Educación Pública.

Valparaíso, 23 de enero de 2019.

Roberto Bustos Latorre
Secretario de la Comisión
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